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Expediente N° 22.110 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 

La Seguridad Alimentaria y Nutricional (SAN) se entiende como el estado en el 
que las personas gozan de manera permanente y oportuna “de acceso físico, 
económico y social, a los alimentos que necesitan, en calidad y cantidad, para su 
adecuado consumo y utilización biológica, garantizándoles un estado de bienestar 
general que coadyuve al logro de su desarrollo” (citado en Ministerio de Salud, 
2011, p. 12), y se fundamenta en aspectos como la disponibilidad, el consumo y el 
acceso a los alimentos. 

En este sentido, la promoción de la Seguridad Alimentaria y Nutricional se vuelve 
esencial para reducir y eventualmente eliminar todas formas de malnutrición, así 
como para facilitar y asegurar que todas las personas puedan acceder a una 
alimentación suficiente, sana y nutritiva, de manera que se garantice el derecho 
humano a la alimentación, esto de conformidad con las metas del Objetivo 
Hambre Cero, de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), y con la Agenda 
2030 de las Naciones Unidas. 

Dicho esto, si bien el país ha realizado esfuerzos importantes en la promoción de 
la Seguridad Alimentaria y Nutricional a nivel nacional, con iniciativas como el Plan 
Nacional de Nutrición, Erradicación del Hambre y la Pobreza 2025 (Plan SAN 
CELAC), trabajado en conjunto con la Secretaría Ejecutiva de Planificación 
Sectorial Agropecuaria (SEPSA), el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto y 
la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura 
(FAO), es necesario que estas políticas se afiancen y cuenten con un respaldo e 
impulso legal. 

Con ello se propone generar condiciones ambientales, sociales y económicas 
necesarias para el acceso acertado, utilizando como medio la producción o la 
adquisición de los alimentos inocuos, bajo el desarrollo de la agricultura familiar y 
orgánica, producción e industrialización agraria, crédito accesible, seguros 
agrarios, reservorios productivos, control de mercado, entre otros. 
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En su efecto, se busca facilitar la generación de información, planificar y evaluar la 
acción pública, la maximización en el uso de los recursos, reactivación de 
iniciativas que ya existen en la ley, dejándose de practicar todo en función de la 
seguridad alimentaria y nutricional. 
Además, debe impulsarse la sistematización y desagregación de datos por sexo, 
género, grupo etario y otras variables, con la finalidad de optimizar y cuantificar las 
acciones del Estado dirigidas al mejoramiento de la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional de las personas.  También debe preverse la ejecución de acciones 
diferenciadas por género, sexo, grupo etario, condiciones socioeconómicas, entre 
otros, con el fin de atender, con políticas atinentes a la garantía de la SAN, a las 
personas y grupos más vulnerables. 

Por tanto, es imperativo que el Estado costarricense cuente con un marco legal 
sólido y claro que promueva y facilite la articulación y coordinación en la 
institucionalidad pública de acciones con el fin de garantizar el derecho a la 
alimentación a los habitantes de la República, así como la articulación de políticas 
con el sector privado. 

A todo lo anterior se le suma el acceso a la justicia, como garante del 
cumplimiento y respeto a ese derecho humano que tiene todo costarricense de 
alimentarse permanente bajo la máxima nutricional e inocua y el acatamiento 
obligatorio de consolidación por parte del Estado. 

Si bien el fin del proyecto de ley sería proteger el derecho humano a la 
alimentación nutricional e inocua del ciudadano; la esencia está centrada en la 
unificación y ordenación de la regulación de los programas actuales participativos 
y relacionados con ese derecho, agrupando en un solo instrumento los ciento 
cuatro programas regulados bajo las cincuenta y siete leyes, sin que con ello el 
Estado tenga que erogar más recursos públicos, adaptando los órganos ya 
existentes al cumplimiento y consecución de ese derecho fundamental que el país 
ha venido desarrollando. 

En esta línea, es fundamental garantizar condiciones alimentarias y nutricionales 
óptimas y sostenibles en entornos de educación, de salud, comunitarios, de cuido, 
albergues, centros penitenciarios. 

Por todo lo anterior, se presenta el proyecto de ley que tiene como objetivo 
establecer el marco normativo para estructurar, articular y coordinar acciones de la 
institucionalidad pública en materia de Seguridad Alimentaria y Nutricional (SAN), 
cuya finalidad es tutelar y garantizar plenamente el Derecho Humano a la 
Alimentación y a la Seguridad Alimentaria y Nutricional de la población, con 
prioridad de atención a la población vulnerable costarricense. 



ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPUBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

LEY  MARCO  PARA  LA  PROMOCIÓN  DE  LA 
SEGURIDAD ALIMENTARIA Y NUTRICIONAL 

CAPÍTULO I 
Disposiciones Generales 

ARTÍCULO 1- Objeto de la ley 

La presente ley tiene como fin establecer el marco normativo para estructurar, 
articular y coordinar acciones de la institucionalidad pública en materia de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional (SAN), cuya finalidad es tutelar y garantizar 
plenamente el Derecho Humano a la Alimentación y a la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional de la población, con prioridad de atención a la población vulnerable. 

ARTÍCULO 2- Ámbito de Aplicación 

La Seguridad Alimentaria y Nutricional es una Política de Estado de prioridad 
nacional debido a que impacta en la salud pública costarricense directamente 
posee un enfoque integral en el marco de las políticas nacionales, sectoriales, 
regionales y territoriales. 

ARTÍCULO 3- Funciones de la ley 

a) Promover el cumplimiento de la Seguridad Alimentaria y Nutricional, como
medio para alcanzar la plena realización del Derecho Humano a la Alimentación
de los habitantes de la República.

b) Facilitar la planificación estatal y la evaluación de las acciones financiadas
con fondos públicos en materia de Seguridad Alimentaria y Nutricional;

c) Promover la coordinación y articulación gubernamental y no gubernamental
en materia de Seguridad Alimentaria y Nutricional, en los niveles: nacional,
sectorial, regional, territorial, local y comunal

d) Generar datos, indicadores e información desagregada por sexo – género,
grupo etario y otras variables que permitan cuantificar los esfuerzos que el Estado
realiza y que contribuyen a la SAN de las personas habitantes de la República.

h) Prever acciones que contemplen los impactos diferenciados por sexo –
género, por grupo etario que mitiguen el deterioro de la situación alimentaria y
nutricional de la población ante situaciones de emergencia.

j) Garantizar condiciones alimentarias, saludables y sostenibles,
especialmente en los entornos comunitarios, de educación, salud, centros de



trabajo, de cuido, de albergues, centros penitenciarios y otros espacios de 
atención institucional. 

ARTÍCULO 4- Deberes del Estado 

Son deberes del Estado respetar, proteger y promover la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional, cuyos titulares son los habitantes del territorio nacional. 

Además, deberá informar, supervisar, fiscalizar y evaluar la realización de este 
derecho, así como facilitar los mecanismos para su cumplimiento. 

Asimismo, debe promover acciones que fortalezcan la inocuidad y calidad de los 
alimentos, el fortalecimiento de la agricultura, así como su vinculación a los 
programas de alimentación escolar de centros de cuido, centros de salud, 
albergues, centros penitenciarios u otros espacios de atención institucional. 

ARTÍCULO 5- Definiciones 

Para la aplicación de la presente ley se definen los siguientes términos de la 
manera que a continuación se establece: 

a) Derecho humano a la alimentación:  Todo ser humano tiene derecho a una
alimentación adecuada y el derecho fundamental a no padecer hambre, según las
normas internacionales de derechos humanos. La seguridad Alimentaria y
Nutricional es un tema prioritario en el ámbito internacional y nacional por ser la
alimentación, un elemento básico para la vida y el desarrollo humano.  En la
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, se reconoce la
alimentación como un derecho humano.  En el artículo 25 de esta declaración se
establece que “toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le
asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la
alimentación”.

b) Seguridad Alimentaria y Nutricional (SAN):  Existe cuando todas las

personas en el territorio nacional gozan en forma oportuna y permanente de
acceso físico, económico y social a los alimentos que necesitan en cantidad y
calidad, para su adecuado consumo y utilización biológica, garantizando un estado
de bienestar general que coadyuve al logro de su desarrollo.

c) Política de Estado: Acciones desarrolladas con amplia participación y
concertación de los diferentes sectores de la sociedad civil de nivel nacional,
regional y local involucrados en este campo, cuyo propósito es identificar y
articular las acciones necesarias que contribuyan en pro de mejora del Estado
como un todo.

d) Población vulnerable:  aquella población cuya capacidad de respuesta es
limitada ante un evento natural o causal que la pone en condición de riesgo o
peligro determinado.  Para este caso debe considerarse niños y niñas,



adolescentes, mujeres embarazadas y en lactancia materna, población indígena, 
grupos sociales en situación de pobreza extrema, adultos mayores (tercera edad), 
personas con discapacidad y población en alternativas de albergue o centros de 
atención institucionales. 

e) Ambientes alimentarios saludables:  perspectiva socioecológica, que
destaca las conexiones entre los individuos y su entorno, enfatiza los vínculos
saludables que se producen en múltiples niveles, y las relaciones entre los
diversos factores que impactan en la salud y la nutrición. Se promueve mediante la
aplicación de marcos normativos y políticas públicas que faciliten y refuercen la
adopción de conductas saludables, e incluye la disponibilidad y acceso de
alimentos nutritivos en los mercados, las escuelas, las comunidades y los lugares
de trabajo.

f) Alimento: es aquel que aporta al ser humano macro y micronutrientes
necesarios para mantener sus funciones vitales.

g) Alimento inocuo:  Es la garantía de que no causará daño al consumidor
cuando el mismo sea preparado o ingerido, de acuerdo con los requisitos
higiénico-sanitarios.

ARTÍCULO 6- Promoción de los particulares en relación con la Seguridad 
Alimentaria y Nutricional 

Las personas físicas y jurídicas podrán contribuir con el derecho humano a la 
alimentación, mediante conductas que promuevan la Seguridad Alimentaria y 
Nutricional. 

Podrán promover campañas informativas sobre el contenido alimenticio de los 
distintos alimentos que permitan a los consumidores, la libre elección basada en 
información adecuada y veraz. 

Las campañas e información que se divulgue o distribuya debe responder a las 
regulaciones de los alimentos, de manera se brinde información real y objetiva que 
no confunda al consumidor. 

Debe cumplirse con prácticas publicitarias respetuosas y no estar dirigida a 
población menor de 15 años. 

Las campañas e información de alimentos particulares no se permitirán en centros 
educativos, establecimientos de salud, albergues, centros penitenciarios, o 
cualquiera donde se encuentre grupos de población en condición de 
vulnerabilidad. 



CAPÍTULO II 
Organización y funcionamiento de la Seguridad Alimentaria y Nutricional 

ARTÍCULO 7- Organización 

La organización para la Seguridad Alimentaria y Nutricional del Estado estará 
conformada por las siguientes instancias: 
a) Un Consejo Director
b) Una Secretaría Ejecutiva
c) Un Comité Técnico Intersectorial

ARTÍCULO 8- Consejo Director 

Se crea el Consejo Director de la Seguridad Alimentaria y Nutricional, conformado 
por: 

a) El Ministro(a) de Agricultura y Ganadería.
b) El Ministro(a) de Salud.
c) El Ministro(a) de Educación Pública.
d) El Ministro(a) de Economía, Industria y Comercio.
e) El Ministro(a) de Trabajo y Seguridad Social.
f) El Ministro(a) de Planificación y Política Económica.
g) El Ministro(a) de Comercio Exterior.
h) El Presidente(a) Ejecutivo (a) del Instituto Mixto De Ayuda Social.
i) El Presidente del CONARE

Podrán participar en representación del Ministro (a) un Viceministro (a) de su 
misma cartera y debidamente designado por el Ministerio respectivo. 

La Presidencia del Consejo Director de la Seguridad Alimentaria y Nutricional será 
rotativa y la asumirán en este orden y por periodos de dos años cada uno, el 
Ministro (a) de Salud y el Ministro (a) de Agricultura y Ganadería. 

ARTÍCULO 9- Funciones del Consejo Director 

El Consejo Director será el órgano de dirección política de la SAN y el máximo 
responsable de garantizar la Seguridad Alimentaria y Nutricional de los habitantes 
de la República y el ejercicio pleno del derecho humano a la alimentación.  Tendrá 
las siguientes funciones: 

a) Garantizar el cumplimiento de los fines de la presente ley.

b) Construir la Política de Estado para la Seguridad Alimentaria y Nutricional.

c) Aprobar el Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, con sus
respectivas metas e indicadores cuantificables, el cual deberá ser coherente con lo
establecido en la Política de Estado de SAN y Plan Nacional de Desarrollo (PND).



d) Definir las acciones estratégicas en Seguridad Alimentaria y Nutricional, a
incluir en el Plan Nacional de Desarrollo (PND).

e) Emitir directrices que permitan coordinar, concertar, armonizar, articular las
intervenciones interinstitucionales e intersectorialmente en los diferentes niveles
de gestión; con el fin de optimizar los recursos públicos y de cooperación
internacional.
f) Aprobar los informes anuales de ejecución y resultados del Plan Nacional
de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

g) Rendir cuentas a la ciudadanía de los resultados alcanzados, según las
metas establecidas por medio de los canales a establecer en el reglamento de la
presente Ley.

h) Gestionar el apoyo técnico y financiero de organismos nacionales,
regionales e internacionales para el cumplimiento de la Política y el Plan Nacional
de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

i) Proponer las regulaciones y medios necesarios para el desarrollo de la
Política de Estado para la Seguridad Alimentaria y Nutricional.

j) Fortalecer el sistema de información de Seguridad Alimentaria y Nutricional
del Instituto Nacional de Estadística y Censos y otros sistemas de información
relacionados de forma que se encuentren actualizados y sean de fácil acceso para
los tomadores de decisiones y la población en general.

k) Elaborar el reglamento de funcionamiento del Consejo Directivo.

ARTÍCULO 10- Reuniones y quórum del Consejo Director 

Para el cumplimiento de sus funciones, el Consejo Director sesionará 
ordinariamente dos veces al año y extraordinariamente cada vez que sea 
necesario. Las convocatorias las realizará quien ejerza la coordinación de este 
órgano y el cuórum requerido para sesionar será la mitad más uno de sus 
miembros. 

Las decisiones se tomarán por acuerdo de la mayoría absoluta de los presentes. 
Para resolver cualquier asunto en caso de empate, el Presidente tendrá voto de 
calidad; de acuerdo a lo establecido en la Ley General de Administración Pública. 
Otras personas podrán ser invitadas a participar en las sesiones, mediante 
acuerdo previo del Consejo Director, en calidad de consejeros o expertos. 

ARTÍCULO 11- Secretaría Ejecutiva 

Es el órgano de coordinación, articulación, planificación, seguimiento y evaluación 
intersectorial. Funcionará bajo la dirección de un representante de la Secretaría de 



Planificación Sectorial Agropecuaria y un representante de la Unidad de 
Planificación del Ministerio de Salud. 

ARTÍCULO 12- Funciones de la Secretaría Ejecutiva 

a) Coordinar con el Consejo Director la formulación de la Política de Estado
para la Seguridad Alimentaria y Nutricional y del Plan Nacional de Seguridad
Alimentaria y Nutricional, así como facilitar su ejecución.

b) Presentar propuestas de directrices que faciliten la coordinación,
articulación y gestión intersectorial.

c) Suministrar información oportuna para la toma de decisiones y el uso
efectivo de todo tipo de recursos.

d) Elaborar los informes anuales de ejecución y resultados del Plan Nacional
de Seguridad Alimentaria y Nutricional.

e) Articular con las instancias correspondientes la evaluación de
intervenciones públicas y estratégicas.

f) Presidir el Comité Técnico Intersectorial.

g) Cualquier otra que le asigne el Consejo Director para el cumplimiento de los
objetivos de la presente ley y su reglamento.

ARTÍCULO 13- Comité Técnico Intersectorial 

Es el órgano colegiado asesor y promotor que facilita la coordinación y articulación 
técnica de la planificación y ejecución de intervenciones en Seguridad Alimentaria 
y Nutricional.  Estará conformado por un representante propietario y su suplente 
de los sectores contemplados en el Consejo Director, más cuatro representantes 
propietarios y sus suplentes del sector no gubernamental, con representación de 
los sectores: agro productivo, industria alimentaria, personas consumidoras y 
sociedad civil.  En esta integración del Comité se garantizará la representación 
igualitaria entre mujeres y hombres de las diversas poblaciones, tanto en puestos 
propietarios como suplentes 

Mediante el reglamento de esta ley se definirá el procedimiento para la 
designación de los representantes. 

ARTÍCULO 14- Funciones del Comité Técnico Intersectorial 

a) Participar en la formulación de la Política de Estado de Seguridad
Alimentaria y Nutricional y en la elaboración el Plan Nacional de Seguridad
Alimentaria y Nutricional.



b) Velar por el cumplimiento del Plan Nacional de Seguridad Alimentaria y
Nutricional.

c) Gestionar los recursos técnicos y financieros necesarios, provenientes de
las instituciones públicas y privadas, la cooperación internacional, centros de
investigación y universidades, para la ejecución de la Política de Estado de
Seguridad Alimentaria y Nutricional y sus respectivos planes.

d) Suministrar informes a la Secretaría Ejecutiva sobre la ejecución del Plan
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, según sus competencias.

e) Cualquier otra que le asigne el Consejo Director.

ARTÍCULO 15- Reuniones y cuórum del Comité Técnico Intersectorial. 

Para el cumplimiento de sus funciones, sesionará ordinariamente una vez al mes y 
extraordinariamente cada vez que sea necesario. Las convocatorias las realizará 
la Secretaría Ejecutiva y el cuórum requerido es la mitad más uno de sus 
miembros. 
Las decisiones se tomarán por acuerdo de la mayoría absoluta de los presentes. 
En caso de empate la Presidencia del órgano colegiado tendrá voto de calidad, 
conforme a lo establecido en la Ley General de Administración Pública. 

Otras personas podrán ser invitadas a participar en las sesiones, en calidad de 
consejeros o expertos, sin derecho a voto. 

El reglamento a esta ley detallará el funcionamiento del Comité Técnico 
Intersectorial. 

ARTÍCULO 16- Remuneración, dietas, estipendios o emolumentos por 
asistencia a las sesiones y reuniones de trabajo 

Los miembros de las instancias integrantes de la organización para la Seguridad 
Alimentaria y Nutricional del Estado:  El Consejo Director, la Secretaría Ejecutiva, 
así como el Comité Técnico Intersectorial, no recibirán remuneración, dietas, 
estipendios o emolumentos por sus funciones. 

CAPÍTULO III 
Disposiciones generales 

ARTÍCULO 17- Presupuesto para la ejecución del Plan Nacional SAN 

Cada cartera ministerial representada en el Consejo Director creado en esta ley, 
incorporará un monto base y su incremento anual a incluir en el presupuesto de 
cada cartera asignado al financiamiento de la ley, o en su defecto un porcentaje 
del presupuesto anual de cada cartera para la ejecución de las intervenciones 
públicas contenidas en el Plan Nacional SAN en el marco de la Política de Estado. 



Los recursos aportados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, para la 
ejecución de las intervenciones públicas contenidas en el Plan Nacional SAN, 
serán canalizados a través del FODESAF, según la distribución de recursos ya 
destinados a cada institución en específico, mismas que ya cuentan con los 
recursos destinados por Ley. 

ARTÍCULO 18- Reglamentación de la ley 

El Poder Ejecutivo reglamentará esta ley en un plazo máximo de seis meses, 
contados a partir de su publicación.  La falta de reglamentación no impedirá la 
plena aplicación de las disposiciones de esta ley. 

CAPÍTULO IV 
Disposición transitoria 

TRANSITORIO ÚNICO- 

Cada Ministro (a) integrante del Consejo Director asignará las plazas para el 
cumplimiento de los fines de esta ley bajo el alcance de cada organización 
priorizando las necesidades institucionales. 

Rige a partir de su publicación 

Paola Alexandra Valladares Rosado Mario Castillo Méndez 

Erwen Yanan Masís Castro Carmen Irene Chan Mora 

Nidia Lorena Céspedes Cisneros  Aida María Montiel Héctor 

Marulin Raquel Azofeifa Trejos  Welmer Ramos González 

Diputadas y diputados 

NOTA: Este proyecto no tiene aún comisión asignada. 

1 vez.—Exonerado.—( IN2020474860 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

Y EL MINISTRO DE AMBIENTE Y ENERGIA 

En ejercicio de las facultades contenidas en los  artículos 6, 50, 140, incisos 3),  18) y  146 

de la Constitución Política; en los numerales 6 inciso d), 16, 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 

inciso 2) acápite b) y 113 de la Ley General de la Administración Pública Nº 6227 del 2 de 

mayo de 1978; el Convenio de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar aprobado 

mediante Ley N° 7291 del 23 de marzo de 1992; la Convención para la Protección de la 

Flora, Fauna y Bellezas Escénicas Naturales de los Países de América, aprobada por Ley Nº 

3763 del 19 de octubre de 1966; el Convenio sobre Diversidad Biológica y anexos 

aprobado por Ley Nº 7416 del 30 de junio de 1994; la Ley Orgánica del Ambiente N° 7554 

del 4 de octubre de 1995; la Ley de Creación del Servicio de Parques Nacionales N° 6084 

del 24 de agosto de 1977; la Ley de Biodiversidad Nº 7788 del 30 de abril de 1998; la Ley 

de Pesca y Acuicultura Nº 8436 del 1 de marzo de 2005; la Ley de Conservación de la Vida 

Silvestre Nº 7317 del 30 de octubre de 1992 y sus reformas; el Reglamento a la Ley de 

Biodiversidad, Decreto Ejecutivo Nº 34433-MINAE del 11 de marzo del 2008; la 

Regulación de las nuevas categorías de manejo para las Áreas Marinas Protegidas, 

Decreto Ejecutivo Nº 35369-MINAE del 18 de mayo de 2009 y las Tarifas por 

derechos de ingreso y otros servicios ofrecidos en las Áreas Silvestres Protegidas bajo 

la administración del SINAC Decreto Ejecutivo Nº 38295-MINAE del 15 de enero de 

2014. 

CONSIDERANDO: 

1º-Que es interés del Estado, fortalecer el sistema de áreas protegidas del país en virtud de la 

necesidad de un manejo eficiente de los recursos naturales existentes en las aguas 

jurisdiccionales. 
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2º-Que la Convención para la Protección de la Flora, Fauna y Bellezas Escénicas Naturales 

de los Países de América, aprobada por Ley Nº 3763 del 19 de octubre de 1966, así como el 

Convenio sobre Diversidad Biológica y anexos aprobada por Ley Nº 7416 del 30 de junio de 

1994, comprometen al Estado a designar y crear áreas protegidas. 

3º-Que el Convenio de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, aprobado por la Ley 

Nº 7291, en su Parte V, artículo 56, establece como derechos, jurisdicción y deberes del 

Estado, en su inciso b), numeral iii) la protección y preservación del medio marino, en la 

zona económica exclusiva. 

4º-Que la Convención sobre la Conservación de las Especies Migratorias de Animales 

Silvestres dispone que los Estados se esforzarán por "a) conservar y restaurar los hábitat que 

sean importantes para preservar las especies en peligro de extinción; b) prevenir, eliminar, 

compensar o minimizar en forma apropiada, los efectos negativos de actividades o de 

obstáculos que dificultan o impiden la migración de las especies; y c) prevenir, reducir o 

controlar los factores que ponen en peligro o implican un riesgo de poner en peligro dichas 

especies". 

5º-Que una de las decisiones adoptadas en la Octava Conferencia de las Partes del Convenio 

sobre la Diversidad Biológica (2006, Brasil) reconoce la importancia de la gestión integrada 

marino-costera, para alcanzar los objetivos del 2010 e impulsar las acciones tendientes a 

mejorar la protección y el manejo efectivo de los ecosistemas marinos. 

6º-Que las Partes de la Convención sobre la Diversidad Biológica de las Naciones Unidas 

reunidas en la Décima Reunión de las Partes en Nagoya-Japón, aprobaron la Decisión X/2 

donde aprueban el Plan Estratégico 2011-2020 "Vivir en Armonía" , y una de sus metas es 

que para el año 2020, al menos 10% de las zonas marinas y costeras, especialmente las zonas 

de particular importancia para la diversidad biológica y los servicios de los ecosistemas, 

estarán conservadas mediante sistemas amplios y bien conectados de áreas protegidas 

ecológicamente representativas gestionadas eficazmente y equitativamente con medidas de 



conservación basadas en el área, e integradas a paisajes terrestres y marinos más amplios. 

Asimismo, la Décima Reunión de las Partes de la Convención sobre la Diversidad Biológica 

de las Naciones Unidas, adoptaron la Decisión X/29 sobre Diversidad Biológica Marina y 

Costera, en la cual se indica que las Partes deben de esforzarse para mejorar la cobertura, 

representatividad y otras propiedades de la red del sistema mundial de zonas protegidas 

marinas y costeras ecológicamente representativas y eficazmente administradas bajo la 

jurisdicción nacional o en zonas sujetas a regímenes internacionales competentes para 

adoptar tales medidas, y hacia el logro de la meta acordada conjuntamente para 2012, que 

plantea el establecimiento de zonas protegidas marinas y costeras de conformidad con el 

derecho internacional, incluida la Convención de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 

Mar, y sobre la base de la mejor información científica disponible incluidas redes 

representativas. 

7º-Que el Estado costarricense en el ejercicio de sus competencias, debe asegurar el derecho 

constitucional a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, para lo cual dispone entre 

otras herramientas, de la creación de áreas marinas protegidas que se ajusten a las necesidades 

sociales, económicas y biológicas actuales. 

8º-Que la Ley Orgánica del Ambiente Nº 7554 y la Ley de Biodiversidad Nº 7788, facultan 

al Poder Ejecutivo para crear Áreas Silvestres Protegidas en aquellas áreas que presenten 

características ecológicas importantes o especiales para su protección y conservación, así 

como el crear nuevas categorías de manejo, las cuales serán administradas por el Ministerio 

de Ambiente y Energía. 

9º-Que las categorías de manejo deberán perseguir un uso racional de los recursos existentes, 

así como la adopción de las medidas necesarias para la conservación de los recursos naturales 

y el desarrollo sostenible. 

10º-Que el artículo 70 del Reglamento a la Ley de Biodiversidad, Decreto Ejecutivo Nº 

34433-MINAE, establece y define las Categorías de Manejo para Áreas Silvestres 



Protegidas, incluyendo dos nuevas categorías "h) Reservas Marinas. i) Áreas Marinas de 

Manejo". 

11º-Que en el Decreto Ejecutivo Nº 35369-MINAE, se establece la Regulación de las dos 

categorías de manejo para las Áreas Marinas Protegidas, conforme al Reglamento a la Ley 

de Biodiversidad Decreto Ejecutivo Nº 34433-MINAE, modificado por el Decreto Nº 35666-

MINAE del 17 de setiembre del 2009. 

12º-Que La Estrategia Nacional para la Gestión Integrada de los Recursos Marino Costeros 

(ENM) de Costa Rica, desarrollada en el 2008, define una serie de políticas y líneas de acción 

ambientales, sociales y legales para promover la sostenibilidad de los recursos marinos 

costeros del país, en un contexto equilibrado de responsabilidad ambiental y social, que 

garantice su conservación y favorezca el sano desarrollo socioeconómico, mediante una 

gestión integrada y liderada por el Gobierno, con la participación de la sociedad civil (CIZEE, 

2008). 

13º-Que el país desarrolló una propuesta de Ordenamiento Territorial para la Conservación 

de la Biodiversidad en Costa Rica (GRUAS II). Dicha propuesta incluye un análisis científico 

de los sistemas ecológicos marinos para determinar los vacíos de conservación en la 

representatividad e integridad de la biodiversidad marino costera del país (SINAC, 2009). 

14º-Que como resultado de este análisis, se propone la ampliación y el fortalecimiento del 

sistema de áreas marinas protegidas, priorizando la atención de 12 vacíos de conservación, 

entre los que se incluye el vacío de conservación Barra del Colorado en el Área de 

Conservación Tortuguero (ACTo). Actualmente, estos vacíos se denominan también Sitios 

de Importancia para la Conservación (SIC). 

15º-Que por medio del proyecto Consolidación de Áreas Marinas Protegidas de Costa Rica, 

en el Área de Conservación Tortuguero se trabajó sobre la atención del Vacío de 

Conservación Marino de Barra del Colorado. En este esfuerzo se realizaron los trabajos 

“Hábitat Marino-Costero y la Situación Socioeconómica del Refugio Nacional de Vida 



Silvestre Barra del Colorado y el Parque Nacional Tortuguero” dirigido por la Fundación 

Keto, “Elaboración de una estrategia de atención al vacío de conservación marino costero de 

Barra del Colorado” y “Estrategia de fortalecimiento del modelo de gobernanza para la 

implementación de las líneas de acción para el sitio de importancia de conservación de Barra 

del Colorado” desarrollados por la Fundación Neotrópica, y el “Estudio de pre factibilidad 

para el sector pesquero de Barra del Colorado, desarrollo de un centro de acopio como aporte 

hacia la sostenibilidad socio-ecológica” elaborado por Andy Bystrom. Dichos estudios 

concluyen que el área marino costera de Barra del Colorado es de suma importancia para las 

comunidades aledañas, debido a que la gran mayoría de personas locales se dedican a la pesca 

como actividad principal. La calva, el camarón, la langosta y el sábalo son los principales 

recursos pesqueros de la zona. Sin embargo, la dinámica de estas poblaciones a lo largo del 

tiempo es desconocida. La falta de estadísticas pesqueras dificulta el buen manejo de estos 

recursos. Además, en el proceso de estudio de la parte marina, se identificaron cinco especies 

de cetáceos, de los cuales cuatro son nuevos registros para el Caribe Norte de Costa Rica, y 

dos son nuevos avistamientos vivos para el Caribe de Costa Rica.  

16º -Que durante este proceso, ACTo genera la Estrategia comunal para la gestión de los 

recursos marino-costeros, donde se propone el fortalecimiento de grupos comunales para el 

manejo sostenible de los recursos marino costeros y se oficializa el Consejo Local Marino 

Costero de Barra del Colorado, el cual cuenta con 6 líneas de trabajo: 1. Gestión sostenible 

del recurso pesquero, 2. Consolidación de capacidades de participación, 3. Promoción de 

servicios turísticos sostenibles, 4. Gestión de Residuos y como líneas transversales 5. 

Conservación de especies, sitios y recursos importantes y 6. Promoción de participación de 

niños, jóvenes en gestión de recursos. Por medio de la participación activa de las 

comunidades vecinas, organizadas en el Consejo Local, se asegura el uso sostenible de los 

ecosistemas que se encuentran en el área marina de Barra del Colorado y sus elementos, a la 

vez que se facilita la participación ciudadana en la gestión y administración de las áreas 

protegidas.    

17º-Que consta en el expediente administrativo Sitio de Importancia de Conservación Barra 

del Colorado, estudios técnicos que fundamentan la creación del Área Marina de Manejo 



Barra del Colorado. El estudio GRUAS II: Propuesta de Ordenamiento Territorial para la 

conservación de la biodiversidad de Costa Rica. Volumen 3: Análisis de Vacíos en la 

Representatividad e Integridad de la biodiversidad marina y Costera; y el estudio Hábitat 

marino-costero y la situación socioeconómica referente al vacío de conservación marino 

aledaño al Refugio Nacional de Vida Silvestre Barra del Colorado y el Parque Nacional 

Tortuguero, corresponden a la descripción fisiogeográfica del sitio.  

18º-Que constan además en el expediente administrativo los estudios técnicos de diversidad 

biológica y socioeconómicos realizados en el 2013 por SINAC-PNUD-Fundación Keto con 

el documento `Hábitat marino-costero y la situación socioeconómica referente al vacío de 

conservación marino aledaño al Refugio Nacional de Vida Silvestre Barra del Colorado y el 

Parque Nacional Tortuguero`, los cuales concluyen que el área marino costera de Barra del 

Colorado es de suma importancia para las comunidades aledañas, debido a que la gran 

mayoría de personas locales se dedican a la pesca como actividad principal, por lo que su 

conservación y manejo  aumentarían los beneficios económicos.  

19º - Que los límites geográficos del Área Marina de Manejo Barra del Colorado fueron 

definidos mediante informe técnico elaborado en el 2020 por Luis Gabriel Fonseca López en 

su calidad de consultor de la Asociación Costa Rica por Siempre, que dichos límites fueron 

presentados a las diferentes instancias del SINAC y que constan en el expediente 

administrativo de creación.  

20º-Que el 29 de noviembre del año 2019 la Junta Directiva de INCOPESCA acuerda aprobar 

la creación del Área Marina de Pesca Responsable Barra del Colorado y su Plan de 

Ordenamiento Pesquero por medio del Acuerdo de Junta Directiva AJDIP/549-2019). Dicha 

aprobación fue resultado de un plebiscito local llevado a cabo el 16 de agosto del año 2016, 

por medio del cual la comunidad de Barra del Colorado escogió de forma unánime que 

deseaba desarrollar acciones orientadas a la conservación del área de pesca a través del 

modelo de Área Marina de Pesca Responsable (AMPR), como el modelo de gobernanza a 

implementar en la zona marino-costera aledaña al Refugio de Vida Silvestre Barra del 

Colorado.  



21º-Que dado que el Área Marina Pesca Responsable Barra del Colorado se ubica desde el 

límite internacional con Nicaragua hasta el límite del Parque Nacional Tortuguero y se 

extiende hasta 7 millas náuticas desde la costa, existe un espacio entre las entre 7 y las 12 

millas náuticas desde la costa en el área del mar territorial, en el que existen especies de 

interés pesquero y de importancia para la conservación que aún no cuenta con protección.  

22º-Que el 21 de junio del año 2019, se conformó la Comisión Interinstitucional para el 

abordaje integral del SIC marino Barra del Colorado, conformado por representantes de 

SINAC, INCOPESCA, Guardacostas, Municipalidad de Pococí, líderes comunales, y con el 

apoyo técnico y financiero de la Asociación Costa Rica por Siempre, analizando 

conjuntamente los estudios existentes de ese vacío de conservación concluyendo que lo 

recomendable es la creación de un Área Marina de Manejo Protegida por lo que solicita 

iniciar el proceso de oficialización.  

23º-Que de acuerdo a lo establecido en el artículo 36 de la Ley Orgánica del Ambiente Nº 

7554, los artículos 58 y 61 de la Ley de Biodiversidad Nº 7788 y los artículos 71 y 72 del 

Reglamento a la Ley de Biodiversidad Nº 34433, y con la Directriz Ministerial DM-475 del 

28 de mayo del 2015, en cuanto a los procesos de creación de las nuevas Áreas Marinas 

Protegidas, se ha cumplido con los requerimientos legales y técnicos para la creación del 

Área Marina de Manejo Barra del Colorado. 

24º-Que mediante Acuerdo número 05 de la Sesión Ordinaria Nº1 celebrada el 28 de enero 

del 2020, el Consejo Local del Refugio Nacional de Vida Silvestre Barra del Colorado Sector 

Marino, después de expuesta la información técnica por parte de la Comisión 

Interinstitucional para el abordaje integral del SIC marino Barra del Colorado y viendo los 

avances del proceso en cuanto a los estudios técnicos que se han elaborado, para la 

consolidación del Área Marina, manifestó su anuencia, en proceder a crear el Área Marina 

de Manejo. 



25º-Que mediante acuerdo número 01 de la Sesión Ordinaria número I-2020 celebrada el 12 

de mayo del 2020, del Comité Científico Técnico del Área de Conservación Tortuguero, se 

aprobó recomendar al Consejo Regional del ACTo continuar con el proceso para la creación 

del Área Marina de Manejo Barra del Colorado. 

26º-Que mediante acuerdo número 06 de la Sesión Ordinaria número 05 celebrada el 21 de 

mayo del 2020, el Consejo Regional del Área de Conservación Tortuguero, conoce la 

propuesta para la creación del Área Marina de Manejo Barra del Colorado y el acuerdo Nº 

01 de la Sesión Ordinaria Nº 2020 del Comité Científico Técnico del Área de -01

recomendar al Consejo Nacional de Áreas de  y aprueba ón TortugueroConservaci

creación del Área Marina de Manejo Barra del  continuar el proceso deConservación 

.Colorado  

27º-Que mediante Acuerdo Número 06 de la Sesión Ordinaria  N°02-2020 celebrada el 22 

de mayo del 2020, el Consejo Nacional de Áreas de Conservación (CONAC) conoció y 

aprobó la creación del Área Marina de Manejo Barra del Colorado, Sitio de Importancia para 

la Conservación de los ecosistemas marinos con los cuales se logra cumplir con las metas 

del país y además se promueve la inclusión y la participación de las comunidades costeras 

en modelos de Gobernanza y uso sostenible de los recursos marinos. 

28º-Que mediante el Decreto Ejecutivo N° 41775-MP-MSP-MAG-MINAE-MOPT-TUR el 

gobierno se propuso como objetivos del mecanismo de gobernanza de los espacios marinos 

consolidar la coordinación interinstitucional para la gestión y el manejo participativo de los 

recursos marinos con el fin de aprovechar de manera sostenible los servicios ecosistémicos 

que ofrecen y el garantizar la participación activa y efectiva de la sociedad en la gestión 

integral del mar, mediante la zonificación de las aguas jurisdiccionales costarricenses y el 

establecimiento de órganos regionales de participación ciudadana formal, por lo que la 

creación de esta Área Marina de Manejo viene a ser un paso adelante en el ordenamiento 

espacial marino de nuestros mares. 



29º-Que mediante el Decreto Ejecutivo N° 39195-MAG-MINAE-MTSS, el Estado 

Costarricense estableció la aplicación obligatoria de las "Directrices voluntarias para lograr 

la sostenibilidad de la pesca en pequeña escala en el contexto de la seguridad alimentaria y 

la erradicación de la pobreza (Directrices PPE)", por Autoridades Públicas e Instituciones 

con competencias específicas en la aplicación y desarrollo de las Directrices voluntarias, para 

lograr la sostenibilidad de la pesca en pequeña escala, con el objetivo de apoyar la pesca 

responsable y el desarrollo social y económico sostenible en beneficio de las generaciones 

presentes y futuras, con especial hincapié en los pescadores y trabajadores de la pesca en 

pequeña escala y actividades conexas y en particular las personas vulnerables y marginadas, 

y promueven un enfoque basado en los derechos humanos. 

30º -Que en sintonía con el Plan Nacional de Descarbonización presentado por el Gobierno 

de Costa Rica en febrero de 2019, se promueve un modelo de economía verde, libre de 

emisiones, resiliente e inclusivo basado en el aprovechamiento sostenible de los recursos 

naturales. De esta manera, se reconoce la necesidad de fortalecer la gobernanza de los mares 

para construir soluciones basadas en la naturaleza y actividades económicas rentables que 

permitan la adaptación y mitigación del cambio climático. 

31º -Que de conformidad con el Reglamento a la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso 

de Requisitos y Trámites Administrativos, Decreto Ejecutivo Nº 37045-MP-MEIC y sus 

reformas, se determinó que la presente propuesta no establece ni modifica trámites, requisitos 

o procedimientos, que el administrado deba cumplir, situación por la que no se procedió con

el trámite de control previo. 

Por tanto, 

DECRETAN: 

"CREACIÓN DEL ÁREA MARINA DE MANEJO BARRA DEL COLORADO" 

Artículo 1.- Declárese Área Protegida bajo la categoría y denominación "Área Marina de 

Manejo Barra del Colorado" en el espacio marino compuesto por 66.782 ha en el Caribe 



Norte de Costa Rica, colindante con el límite marítimo de Costa Rica y Nicaragua, el Área 

Marina de Pesca Responsable Barra del Colorado, y el Área Marina del Parque Nacional 

Tortuguero. El área es delimitada por las siguientes coordenadas: Partiendo de la coordenada 

más próxima a la costa, sobre el límite marítimo entre Costa Rica y Nicaragua MOJÓN 1: 

1209674N – 533038E, continuando con rumbo noreste sobre el límite marítimo de Costa 

Rica y Nicaragua hasta MOJÓN 2: 1228686N –541483E. De esta última coordenada se 

desplaza hacia el sureste hasta MOJÓN 3: 1227895N – 546213E, MOJÓN 4: 1225320N – 

551575E, MOJÓN 5: 1221286N – 556077E, MOJÓN 6: 1213322N – 561208E, MOJON 7: 

1206574N – 563942E, MOJÓN 8: 1187564N – 567167E y MOJÓN 9: 569650E-1187116N. 

De esta última coordenada toma hasta el suroeste hasta llegar a el vértice más al norte del 

Área Marina Protegida del Parque Nacional Tortuguero MOJÓN 10: 1176501N – 573791E, 

continuando rumbo sureste sobre el límite del Área Marina Protegida hasta MOJÓN 11: 

1171909N – 565968E. De esta coordenada se dirige al noroeste continuando sobre las 

coordenadas MOJÓN 12: 1182629N – 561488E, MOJÓN 13 1196215N – 558003E y 

MOJÓN 14: 1203599N – 555189E. De esta coordenada se desplaza rumbo al noreste 

cruzando las coordenadas: MOJÓN 15: 1204966N – 555409E, MOJÓN 16: 1208655N – 

556766E, MOJÓN 17: 1211622N – 556479E y MOJÓN 18: 1212458N – 556479E. Desde 

esta última coordenada se desplaza hacia el noroeste hasta MOJÓN 19: 1215962N – 

555333E, luego se dirige al suroeste hasta el MOJÓN 20: 1209550 N – 533118E, para 

finalmente dirigirse al norte para cerrar el polígono con el MOJÓN 1.  

Artículo 2.- La administración del Área Marina de Manejo Barra del Colorado, estará a cargo 

del Sistema Nacional de Áreas de Conservación, a través del Área de Conservación 

Tortuguero, que deberá ejecutar el Plan General de Manejo para la Gestión Compartida del 

Sitio de Importancia para la Conservación Marina Barra del Colorado, el cual define la 

zonificación, y los usos permitidos de conformidad con lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo 

N°35369- MINAE del 18 de mayo de 2009 y normativa conexa, la intensidad de uso de los 

recursos a través del Plan General de Manejo y demás lineamientos de manejo. 

Artículo 3.- Dentro del Área Marina de Manejo Barra del Colorado, rigen las limitaciones 

que establece la Ley de Biodiversidad Nº 7788 del 30 de abril de 1998; el Reglamento a la 



Ley de Biodiversidad, Decreto Ejecutivo Nº 34433-MINAE del 11 de marzo de 2008, el 

Decreto Ejecutivo N° 35369-MINAE del 18 de mayo de 2009 y normativa conexa. 

Artículo 4.- Los objetivos de conservación que orientarán la planificación y gestión del Área 

Marina de Manejo Barra del Colorado son los siguientes: 

a-) Conservar una muestra representativa del ecosistema marino característico de 

Barra del Colorado. 

b-) Conservar áreas de tránsito y sitios de agregación de peces, rayas, mantas, 

tiburones, cetáceos, y tortugas marinas, especialmente las especies que se encuentran 

amenazadas y en peligro de extinción. 

c-) Conservar áreas de tránsito y agregación de especies migratorias como el camarón 

y la langosta. 

d-) Asegurar el uso sostenible de los ecosistemas y sus elementos, fomentando la 

activa participación de las comunidades vecinas. 

e-) Promover la investigación científica, el estudio de los ecosistemas y su equilibrio, 

así como el conocimiento y las tecnologías que permitan el uso sostenible de los 

recursos naturales del país y su conservación. 

Artículo 5.- El Sistema Nacional de Áreas de Conservación, deberá asignar los recursos 

necesarios para atender las necesidades, el manejo y desarrollo del Área Marina de Manejo 

Barra del Colorado; sin perjuicio del aporte que otros entes estatales interesados designen de 

sus propios presupuestos para esta nueva área protegida. 

Artículo 6.- Créase la Comisión Interinstitucional para el abordaje integral del Sitio de 

Importancia para la Conservación Marino Barra del Colorado que será el órgano de 

coordinación, gestión integral y gobernanza encargado de la implementación del Plan 

General de Manejo para la Gestión Compartida del Sitio de Importancia para la Conservación 

Marino Barra del Colorado y de llevar a cabo las acciones necesarias para asegurar la 

conservación, vigilancia y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales, presentes 

en el Área Marina de Manejo. 



Artículo 7.- La Comisión Interinstitucional para el abordaje integral del Sitio de Importancia 

para la Conservación Marino Barra del Colorado estará integrada por un representante de al 

menos las siguientes instituciones:  

a.) Representante del Sistema Nacional de Áreas de Conservación 

b.) Representante del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura. 

c.) Representante del Servicio Nacional de Guardacostas. 

d.) Representante del gobierno local de la zona. 

e.) Representante de ONG’s. 

f.) Representante del Consejo Local Marino Costero de Barra del Colorado 

Esta comisión podrá ampliarse una vez conformada la Unidad de Gobernanza Marina 

correspondiente a la zona del Caribe Norte, según lo dispuesto en el Decreto Ejecutivo 

41775-MP-MSP-MAG-MINAE-MOPT-TUR, el cual establece la creación del mecanismo 

de gobernanza de los espacios marinos sometidos a la Jurisdicción del Estado Costarricense. 

Los representantes aquí señalados deberán ser nombrados por su superior jerárquico en el 

caso de las instituciones del gobierno; por el Consejo Municipal en el caso del representante 

del gobierno local; o por un acuerdo emitido del seno del órgano director de cada una de las 

instituciones que representan. 

La convocatoria para los representantes señalados en los incisos d, e, y f la realizará la 

dirección del Área de Conservación Tortuguero, quién deberá celebrar una Asamblea en la 

que participen todas las organizaciones interesadas en conformar parte de la Comisión 

Interinstitucional.  

En lo no contemplado en este Decreto, está Comisión Interinstitucional se regirá por las 

disposiciones que regulan a los Órganos Colegiados contenidas en la Ley General de la 

Administración Pública, Ley no. 6227 del 2 de mayo de 1978.  



Artículo 8.- El Sistema Nacional de Áreas de Conservación coordinara con INCOPESCA y 

demás instituciones competentes en el fomento de la producción y la atención social, 

económica pesquera y turística para lograr los encadenamientos productivos necesarios para 

garantizar la distribución justa y equitativa de los servicios ecosistémicos y el bienestar de 

las comunidades, logrando con ello, mecanismos de fortalecimiento del desarrollo 

económico dentro del Área Marina de Manejo. Se autoriza a las instituciones del Gobierno y 

Ministerios a colaborar, dentro del ámbito de sus potestades y en la medida de sus 

posibilidades, en la atención integral de las actividades económicas. 

Artículo 9.- El Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura (INCOPESCA) otorgará las 

licencias de pesca deportiva y comercial para la extracción de recursos pesqueros en el Área 

Marina de Manejo Barra del Colorado, con base en el Plan General de Manejo, aprobado por 

el Sistema Nacional de Áreas de Conservación y la Comisión Interinstitucional para el 

abordaje integral del Sitio de Importancia para la Conservación Marino Barra del Colorado. 

Para el ejercicio de esta actividad, además de la respectiva licencia, deberá contarse con el 

permiso de ingreso al área protegida, expedido por el Área de Conservación Tortuguero. 

Artículo 10.- Esta Área Marina de Manejo se considerará de interés nacional, dado que se 

trata de un modelo de Gobernanza y Gestión Compartida que se desarrolla en áreas 

protegidas basadas en mecanismos y procesos institucionales Involucra además del Estado, 

a las comunidades costeras a través de sus organizaciones representantes, y donde el principal 

enfoque será la conservación, el uso sostenible y la distribución justa y equitativa de los 

recursos marino costeros, por lo tanto, las diferentes Instituciones competentes, le darán 

especial importancia en su planificación para la atención de los objetivos de conservación, 

desarrollo, manejo y atención de los grupos humanos que intervienen. 

Transitorio único. El Sistema Nacional de Áreas de Conservación de conformidad con el 

numeral 42 de la Ley de Biodiversidad deberá fijar las tarifas, correspondiente para ingreso 

y actividades en el área para los pescadores y otros usuarios, excluyendo a los usuarios de la 

pesca en pequeña escala de las comunidades vecinas. 



Artículo 11.- Rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La Gaceta. 

Dado en la Presidencia de la República. San José, a las once horas del día treinta de junio de 

dos mil veinte. 

     CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Ambiente y Energía, Carlos 
Manuel Rodríguez Echandi.—1 vez.—( D42422 - IN2020474873 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y 

EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 

incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 

28 inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 

2 de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 

de la Ley General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 

2 inciso b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 

08 de noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso 

k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078

del 4 de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del

16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a

la salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los

protocolos de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote

de un nuevo coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la

Salud del día 30 de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la

ciudad de Wuhan de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de
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coronavirus que ha provocado fallecimientos en diferentes países del 

mundo. Los coronavirus son una amplia familia de virus que pueden causar 

diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, 

como ocurre con el coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente 

Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca 

el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo

de impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la

situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a

pandemia internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala

nacional e internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces

para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que

concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de

enorme magnitud tanto por el muy elevado número de personas afectadas

como por el extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de

2020, se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la

República de Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por

la enfermedad COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se

trata de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento,

traslado y permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho

derecho fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de

movilizarse en un medio de transporte en particular. El núcleo duro de dicho

derecho radica en garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse

libremente en el territorio nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la

opción de aplicar medidas de restricción temporal para la conducción de un



vehículo automotor durante un horario determinado sin que ello constituya un 

quebranto o amenaza a la libertad de tránsito. 

IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las

vías públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad

Vial, estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de

Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el

artículo 95 bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en

todas las vías públicas nacionales o cantonales del territorio nacional,

restricciones a la circulación vehicular por razones de emergencia nacional

decretada previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía

decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en

las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción

vehicular es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un

bien jurídico preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar

general, bajo criterios objetivos, razonables y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19, en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también

en personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento

en el avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de



los servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas 

personas que enfermen gravemente. 

XIII. Que sin demérito de la medida adoptada por medio del Decreto Ejecutivo

número 42484-MOPT-S del 17 de julio de 2020, el Poder Ejecutivo estima

pertinente retirar de la restricción vehicular diferenciada en zona fronteriza a

los distritos de Aguas Zarcas y Venecia de San Carlos. A través del análisis

constante y el respectivo seguimiento que se efectúan en estas zonas que son

focos de atención, el Poder Ejecutivo debe ajustar dichas acciones según la

evolución correspondiente. En este caso, bajo la debida revisión de la situación

que presentan actualmente los distritos citados, se ha determinado la

pertinencia de retirarlo de la medida de restricción nocturna diferenciada. Por

ello, corresponde ajustar la medida citada de acuerdo con los elementos

objetivos que motivaron su emisión, dado que ha variado la situación original,

sin que ello represente una afectación a las demás acciones para mitigar la

presencia del COVID-19 en tales regiones del país.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA DEL DECRETO NÚMERO 42484-MOPT-S DEL 17 DE JULIO DE 2020, 

DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR CON FRANJA HORARIA DIFERENCIADA EN 

DETERMINADOS CANTONES DEL PAÍS ANTE EL ESTADO DE EMERGENCIA NACIONAL 

POR EL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente modificación a la medida de restricción vehicular con franja horaria 

diferenciada para determinados distritos del país, se realiza con el objetivo de 

actualizar las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los 

efectos del COVID-19. Asimismo, esta medida se adopta como parte del estado de 

emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 

16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas que habitan en 

los cantones determinados, así como en el territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.- Reforma al artículo 5°. 

Refórmese el artículo 5° del Decreto Ejecutivo número 42484-MOPT-S del 17 de julio 

de 2020, a efectos de que se ajuste el inciso f), en adelante se lea lo siguiente: 



“ARTÍCULO 5°.- Regulación horaria de restricción vehicular diferenciada 

nocturna para los cantones y distritos en alerta naranja y de zona fronteriza. Durante 

los días lunes a domingo, inclusive, y en el período comprendido entre las 17:00 horas y 

las 04:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular nocturno en los cantones y 

distritos indicados en el artículo 3° de este Decreto Ejecutivo, así como en los siguientes 

cantones: 

(…) 

f) San Carlos, específicamente los distritos de Cutris, Pital y Pocosol.

 (…)” 

ARTÍCULO 3°.- Rige. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 de 10 de agosto de 2020.  

Dado en la Presidencia de la República, San José a los nueve días del mes de agosto de 

dos mil veinte. 

     CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza.—
El Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Exonerado.—( D42523 - IN2020475136 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y 

EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 incisos 3)

y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 28 inciso 2)

acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 2 de mayo de

1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General

de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 2 inciso b), c) y e) y 57

de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 08 de noviembre de

1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso k) de la Ley de Tránsito

por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012 y

sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo 2020 ; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado

está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de

toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la Ley

Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de 1973,

regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la salud

pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud. Asimismo,

la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el Estado, y que

las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la salud son de

orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre cualesquiera otras

disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos

de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote de un nuevo

coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30

de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan

de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado
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fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia 

familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común 

hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del 

síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio 

agudo severo y el que provoca el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo de

impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la situación

de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia

internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e

internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer

frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren

constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud

tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el extraordinario

riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo 2020, se

declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de

Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad

COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se trata

de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, traslado y

permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho derecho

fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de movilizarse en un

medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho derecho radica en

garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse libremente en el territorio

nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la opción de aplicar medidas de



restricción temporal para la conducción de un vehículo automotor durante un 

horario determinado sin que ello constituya un quebranto o amenaza a la libertad 

de tránsito. 

IX. Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012,

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las vías

públicas terrestres de Costa Rica.

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial,

estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la circulación

vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés público, regional

o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se establezca

reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a través de la Ley

número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de Tránsito por Vías Públicas

Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el artículo 95 bis, el cual consigna

que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en todas las vías públicas nacionales o

cantonales del territorio nacional, restricciones a la circulación vehicular por razones

de emergencia nacional decretada previamente. La restricción de circulación

vehicular se señalará vía decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas

y las excepciones en las cuales se aplicará. (…)”.

XI. Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico dispone

como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la Administración

Pública y las personas administradas para mejoramiento y fortalecimiento de la

función pública. En el presente caso, la restricción vehicular es una acción derivada

de ese régimen para atender y proteger un bien jurídico preponderante como lo es

la salud pública y con ello, el bienestar general, bajo criterios objetivos, razonables

y proporcionales.

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de prevención

por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características del virus

resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también en personas



sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento en el avance del 

brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de los servicios de salud y 

la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas personas que enfermen 

gravemente. 

XIII. Que luego de realizar una análisis de la situación epidemiológica actual por COVID-

19 en el territorio nacional, el Poder Ejecutivo considera pertinente ajustar la franja

horaria de la medida de la restricción vehicular nocturna emitida mediante el

Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020, para adaptar el

horario de dicha restricción a las nuevas medidas determinadas por el Poder

Ejecutivo, a efectos de mitigar la exposición de las personas a la transmisión de

dicha enfermedad. Ante la necesidad urgente de resguardar la salud de la población

y evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados

intensivos, el Poder Ejecutivo debe tomar acciones específicas para disminuir el

aumento en la propagación del COVID-19 y por ende, se procede a intensificar la

presente medida de mitigación.

Por tanto, 

DECRETAN 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42253-MOPT-S DEL 24 DE MARZO DE 2020, 

DENOMINADO RESTRICCIÓN VEHICULAR EN HORARIO NOCTURNO PARA MITIGAR LOS 

EFECTOS DEL COVID-19 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto Ejecutivo 

número 42253-MOPT-S del 24 de marzo de 2020, se realiza con el objetivo de fortalecer 

las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los efectos del 

COVID-19. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta como parte del estado de 

emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 

de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas que radican en el 

territorio costarricense. 

ARTÍCULO 2°.-  Adaptación de la regulación horaria de la restricción vehicular nocturna. 



Refórmese el párrafo primero del artículo 3° del Decreto Ejecutivo número 42253-MOPT-S 

del 24 de marzo de 2020, a efectos de que modifique la franja horaria durante los días 

lunes a viernes y se consigne lo siguiente: 

“ARTÍCULO 3°.- Regulación horaria de la restricción vehicular nocturna. 

Durante los días lunes a viernes, inclusive, y en el período comprendido entre las 
21:00 horas y las 04:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular en todo el 
territorio nacional, salvo las excepciones contempladas en el artículo 4° del 

presente Decreto Ejecutivo.” 

(…)” 

ARTÍCULO 3°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 horas del 10 de agosto de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los nueve días del mes de agosto de 

dos mil veinte. 

       CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza.—El 
Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—Exonerado.—
( D42524 - IN2020475137 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 
EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y 

EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 

incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 

28 inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 

2 de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 

de la Ley General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 

2 inciso b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 

08 de noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso 

k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078

del 4 de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del

16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a

la salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los

protocolos de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote

de un nuevo coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la

Salud del día 30 de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la

ciudad de Wuhan de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de

coronavirus que ha provocado fallecimientos en diferentes países del

mundo. Los coronavirus son una amplia familia de virus que pueden causar
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diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, 

como ocurre con el coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente 

Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca 

el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo

de impacto en la población que reside en Costa Rica.

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han

aumentado los casos debidamente confirmados.

VI. Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la

situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a

pandemia internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala

nacional e internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces

para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que

concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de

enorme magnitud tanto por el muy elevado número de personas afectadas

como por el extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de

2020, se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la

República de Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por

la enfermedad COVID-19.

VIII. Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se

trata de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento,

traslado y permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho

derecho fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de

movilizarse en un medio de transporte particular. El núcleo duro de dicho

derecho radica en garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse

libremente en el territorio nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la

opción de aplicar medidas de restricción temporal para la conducción de un

vehículo automotor durante un horario determinado sin que ello constituya un

quebranto o amenaza a la libertad de tránsito.



IX.  Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley 

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías 

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012, 

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras 

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las 

vías públicas terrestres de Costa Rica. 

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad 

Vial, estipula que “(…)“El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la 

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés 

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se 

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a 

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de 

Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el 

artículo 95 bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en 

todas las vías públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, 

restricciones a la circulación vehicular por razones de emergencia nacional 

decretada previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía 

decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en 

las cuales se aplicará. (…)”.  

XI.  Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados 

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico 

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la 

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y 

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción 

vehicular es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un 

bien jurídico preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar 

general, bajo criterios objetivos, razonables y proporcionales.    

XII. Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19 en el territorio 

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los 

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de 

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características 

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también 

en personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento 

en el avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de 

los servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas 

personas que enfermen gravemente.  



XIII. Que luego de realizar una análisis de la situación epidemiológica actual por 

COVID-19 en el territorio nacional, el Poder Ejecutivo considera pertinente 

ajustar la franja horaria de la medida de la restricción vehicular diurna 

establecida el Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, 

como parte de las acciones esenciales para mitigar los efectos del COVID-19 y 

así, procurar un adecuado control de la presencia de dicha enfermedad en el 

territorio nacional, ya que dicha medida permite disminuir la exposición de las 

personas a la transmisión de dicha enfermedad. Ante la necesidad urgente de 

resguardar la salud de la población y evitar la saturación de los servicios de 

salud, en especial las unidades de cuidados intensivos, el Poder Ejecutivo debe 

tomar acciones específicas para disminuir el aumento en la propagación del 

COVID-19 y por ende, se procede a prorrogar la presente medida de mitigación.  

Por tanto,  

DECRETAN 

 

REFORMA AL DECRETO EJECUTIVO NÚMERO 42295-MOPT-S DEL 11 DE ABRIL DE 

2020, DENOMINADO  RESTRICCIÓN VEHICULAR DIURNA ANTE EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL EN TODO EL TERRITORIO COSTARRICENSE POR EL COVID-19  

 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

 

La presente reforma a la medida de restricción vehicular emitida en el Decreto 

Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020, se realiza con el objetivo de 

fortalecer las acciones para mitigar la propagación y el daño a la salud pública ante los 

efectos del COVID-19. Asimismo, esta medida de ampliación se adopta como parte del 

estado de emergencia nacional declarado mediante el Decreto Ejecutivo número 

42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de todas las personas 

que radican en el territorio costarricense. 

 

ARTÍCULO 2°.-  Reforma a la regulación horaria de la restricción vehicular diurna 

durante los días lunes a viernes. 

 

Refórmese el artículo 3° del Decreto Ejecutivo número 42295-MOPT-S del 11 de abril 

de 2020, a efectos de que se modifique la franja horaria y consigne lo siguiente: 

 

“ARTÍCULO 3°.-  Regulación horaria de la restricción vehicular diurna durante 

los días lunes a viernes. 

 

Durante los días lunes a viernes, inclusive, y en el período comprendido entre las 

05:00 horas y las 20:59 horas, no se permitirá el tránsito vehicular en todo el 



territorio nacional según el número final (último dígito) de la placa de 

circulación vehicular o del permiso especial de circulación AGV, detallado a 

continuación: 

Día 

Restricción para circular según el último 

dígito de la placa de circulación vehicular 

o del permiso especial de circulación AGV

Lunes Placa o permiso AGV que finalice en 1 y 2 

Martes Placa o permiso AGV que finalice en 3 y 4 

Miércoles Placa o permiso AGV que finalice en 5 y 6 

Jueves Placa o permiso AGV que finalice en 7 y 8 

Viernes Placa o permiso AGV que finalice en 9 y 0 

Salvo las excepciones contempladas en el artículo 5° del presente Decreto 

Ejecutivo.” 

ARTÍCULO 3°.- Vigencia. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 00:00 horas del 10 de agosto de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los nueve días del mes de agosto de 

dos mil veinte. 

       CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza.—El 
Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—Exonerado.—
( D42525 - IN2020475138 ).



EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, 

EL MINISTRO DE OBRAS PÚBLICAS Y TRANSPORTES Y 

EL MINISTRO DE SALUD 

En ejercicio de las facultades y atribuciones conferidas en los artículos 21, 50, 140 

incisos 3) y 18) y 146 de la Constitución Política; los artículos 25 inciso 1), 27 inciso 1), 

28 inciso 2) acápite b) de la Ley General de la Administración Pública número 6227 del 

2 de mayo de 1978; los artículos 4, 6, 7, 147, 160, 177, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 

de la Ley General de Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973; los artículos 

2 inciso b), c) y e) y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412, del 

08 de noviembre de 1973; los artículos 95 bis, 136 inciso d), 145 inciso dd) y 151 inciso 

k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078

del 4 de octubre de 2012 y sus reformas; el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del

16 de marzo de 2020; y,

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos

fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la

población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el

Estado está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les

defiendan de toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de

Salud, Ley número 5395, del 30 de octubre de 1973, y 2 inciso b) y c) y 57 de la

Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de noviembre de

1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de la vida y la

salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud.

Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por el

Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a

la salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre

cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los

protocolos de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por el brote

de un nuevo coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la

Salud del día 30 de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la

ciudad de Wuhan de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de
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coronavirus que ha provocado fallecimientos en diferentes países del 

mundo. Los coronavirus son una amplia familia de virus que pueden causar 

diversas afecciones, desde el resfriado común hasta enfermedades más graves, 

como ocurre con el coronavirus causante del síndrome respiratorio de Oriente 

Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio agudo severo y el que provoca 

el COVID-19. 

IV. Que en razón de lo anterior, desde enero del año 2020, el Poder Ejecutivo ha 

activado diversos protocolos para enfrentar la alerta epidemiológica sanitaria 

internacional, con el fin de adoptar medidas sanitarias para disminuir el riesgo 

de impacto en la población que reside en Costa Rica. 

V. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa 

Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de 

Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han 

aumentado los casos debidamente confirmados. 

VI.  Que el 11 de marzo de 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la 

situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a 

pandemia internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala 

nacional e internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces 

para hacer frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que 

concurren constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de 

enorme magnitud tanto por el muy elevado número de personas afectadas 

como por el extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.  

VII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 

2020, se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la 

República de Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por 

la enfermedad COVID-19. 

VIII.  Que el ordinal 22 de la Constitución Política consagra el derecho humano que 

posee toda persona de trasladarse y permanecer en el territorio nacional. Se 

trata de la libertad de tránsito, entendida como la libertad de movimiento, 

traslado y permanencia en cualquier punto de la República; no obstante, dicho 

derecho fundamental no eleva al rango constitucional el elemento de 

movilizarse en un medio de transporte en particular. El núcleo duro de dicho 

derecho radica en garantizar a las personas la posibilidad de trasladarse 

libremente en el territorio nacional. Bajo ese entendido, se deduce que existe la 

opción de aplicar medidas de restricción temporal para la conducción de un 



vehículo automotor durante un horario determinado sin que ello constituya un 

quebranto o amenaza a la libertad de tránsito. 

IX.  Que de conformidad con los artículos 1 y 2 de la Ley de Administración Vial, Ley 

número 6324 del 24 de mayo de 1979, en armonía con Ley de Tránsito por Vías 

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012, 

disponen que corresponde al Poder Ejecutivo, mediante el Ministerio de Obras 

Públicas y Transportes, regular lo concerniente al tránsito de vehículos en las 

vías públicas terrestres de Costa Rica. 

X. Que el artículo 95 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad 

Vial, estipula que “El Poder Ejecutivo podrá establecer restricciones a la 

circulación vehicular, por razones de oportunidad, de conveniencia, de interés 

público, regional o nacional, debidamente fundamentadas, conforme se 

establezca reglamentariamente (…)”. Sin embargo, de forma más específica a 

través de la Ley número 9838 del 3 de abril de 2020, se reformó la Ley de 

Tránsito por Vías Públicas Terrestres y Seguridad Vial, siendo que se agregó el 

artículo 95 bis, el cual consigna que “El Poder Ejecutivo podrá establecer, en 

todas las vías públicas nacionales o cantonales del territorio nacional, 

restricciones a la circulación vehicular por razones de emergencia nacional 

decretada previamente. La restricción de circulación vehicular se señalará vía 

decreto ejecutivo, indicando las áreas o zonas, días u horas y las excepciones en 

las cuales se aplicará. (…)”.  

XI.  Que indudablemente, la facultad reconocida en los numerales supra citados 

responde a una relación de sujeción especial que el ordenamiento jurídico 

dispone como categoría jurídica particular en el vínculo sostenido entre la 

Administración Pública y las personas administradas para el mejoramiento y 

fortalecimiento de la función pública. En el presente caso, la restricción 

vehicular es una acción derivada de ese régimen para atender y proteger un 

bien jurídico preponderante como lo es la salud pública y con ello, el bienestar 

general, bajo criterios objetivos, razonables y proporcionales.    

XII.  Que ante la situación epidemiológica actual por el COVID-19, en el territorio 

nacional y a nivel internacional, el Poder Ejecutivo está llamado a mantener los 

esfuerzos y fortalecer, con apego a la normativa vigente, las medidas de 

prevención por el riesgo en el avance de dicho brote que, por las características 

del virus resulta de fácil transmisión mayormente con síntomas, pero también 

en personas sin síntomas manifiestos, lo cual representa un factor de aumento 

en el avance del brote por COVID-19, provocando una eventual saturación de 



los servicios de salud y la imposibilidad de atender oportunamente a aquellas 

personas que enfermen gravemente.  

XIII. Que como parte de las acciones adoptadas por el Poder Ejecutivo para abordar 

el estado de emergencia nacional debido al COVID-19, se han venido generando 

fases de apertura y cierre en las zonas de alerta naranja, con el objetivo de 

permitir el desarrollo de actividades económicas y la movilización de vehículos 

de manera controlada frente al combate de la enfermedad referida. 

Particularmente, el mes de agosto representa un momento clave en la atención 

de la situación sanitaria, ya que epidemiológicamente, el país se enfrenta a unos 

de los momentos más críticos durante la emergencia nacional por la cantidad de 

casos generados por el contagio y la amenaza de saturación de los servicios de 

salud. Es por ello que para el período comprendido del 10 al 21 de agosto, se ha 

establecido la fase de cierre y consecuentemente, resulta necesario ajustar 

nuevas medidas de restricción vehicular para mitigar la cantidad de casos por 

COVID-19 en las regiones del territorio nacional en alerta naranja.  

XIV. Que en virtud de lo anterior y tras la debida valoración sobre la pertinencia de 

esta acción, el Poder Ejecutivo procede con la emisión del presente Decreto 

Ejecutivo con apego al marco jurídico correspondiente, para establecer una 

medida de restricción vehicular temporal durante el periodo del 10 al 21 de 

agosto en las zonas del país con alerta naranja. De esta forma, el Poder 

Ejecutivo procura reforzar las acciones para mitigar la presencia del COVID-19 

en los cantones respectivos según el comportamiento epidemiológico actual, ya 

que dicha medida permite disminuir la exposición de las personas a la 

transmisión de dicha enfermedad. Dado que persiste la necesidad de resguardar 

la salud de la población y evitar la saturación de los servicios de salud, en 

especial, de las unidades de cuidados intensivos, el Poder Ejecutivo debe tomar 

acciones específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 

y por ende, se procede a emitir la presente medida de mitigación.  

Por tanto,  

DECRETAN 

RESTRICCIÓN VEHICULAR TEMPORAL DEL 10 AL 21 DE AGOSTO DE 2020 PARA 

LOS CANTONES Y DISTRITOS EN ALERTA NARANJA DEBIDO EL ESTADO DE 

EMERGENCIA NACIONAL POR EL COVID-19 

 

ARTÍCULO 1°.- Objetivo. 

 

La presente medida de restricción vehicular temporal para los cantones del país en 

alerta naranja, se realiza con el objetivo de fortalecer las acciones para mitigar la 



exposición y la propagación de las personas al COVID-19 y para disminuir el daño a la 

salud pública ante los efectos de dicha enfermedad. Asimismo, esta medida se adopta 

como parte del estado de emergencia nacional declarado mediante el Decreto 

Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y en procura del bienestar de 

todas las personas que habitan en los cantones en alerta naranja. 

 

ARTÍCULO 2°.- Obligatoriedad.  

 

El presente Decreto Ejecutivo es de aplicación obligatoria para todas las personas 

físicas o jurídicas propietarias de vehículos automotores y para las personas 

conductoras de los mismos, en cuanto a su uso y circulación en los términos 

establecidos en el artículo 4° de este Decreto Ejecutivo. 

 

ARTÍCULO 3°.- Cantones en alerta naranja. 

 

Para los efectos de la presente medida de restricción vehicular temporal, los cantones 

y distritos en alerta naranja son: 

 

a) Para la provincia de San José, los cantones de San José, Escazú, Aserrí, 

Goicoechea, Santa Ana, Alajuelita, Vázquez de Coronado, Tibás, Moravia, 

Montes de Oca, Curridabat y Desamparados salvo los distritos de San Cristóbal 

y Frailes. 

b) Para la provincia de Alajuela, los cantones de Naranjo y Alajuela, salvo el 

distrito de Sarapiquí. 

c) Para la provincia de Heredia, los cantones de Heredia, Barva, Santo Domingo, 

San Isidro, Flores y San Pablo. 

d) Para la provincia de Cartago, el cantón de La Unión. 

e) Para la provincia de Puntarenas, el distrito de Pavón en Golfito, los distritos de 

Agua Buena y Sabalito de Coto Brus, Corredores y los distritos de Barranca y 

Chacarita de Puntarenas. 

 

ARTÍCULO 4°.- Regulación horaria de restricción vehicular diurna diferenciada para 

los cantones y distritos en alerta naranja.  Durante el período comprendido del lunes 

10 de agosto al viernes 21 de agosto, inclusive, y en el período comprendido entre las 

05:00 horas y las 20:59 horas, únicamente se permitirá el tránsito vehicular en los 

cantones y distritos indicados en el artículo 3° de este Decreto Ejecutivo según el 

número final (último dígito) de la placa de circulación vehicular o del permiso especial 

de circulación AGV, detallado a continuación: 

 

Día Autorización para circular según el último 

dígito de la placa de circulación vehicular 



o del permiso especial de circulación AGV 

Lunes  Placas o AGV que finalicen en 1 y 2 

Martes  Placas o AGV que finalicen en 3 y 4 

Miércoles  Placas o AGV que finalicen en 5 y 6 

Jueves  Placas o AGV que finalicen en 7 y 8 

Viernes Placas o AGV que finalicen en 9 y 0 

Sábado Placas o AGV que finalicen 0, 2, 4, 6 y 8  

Domingo Placas o AGV que finalicen 1, 3, 5, 7 y 9 

 

Salvo las excepciones contempladas en el artículo 5° del presente Decreto Ejecutivo.  

 

ARTÍCULO 5°.- Excepciones a la medida de restricción vehicular diferenciada. 

 

Se exceptúa de la restricción vehicular establecida en el artículo 4° de este Decreto 

Ejecutivo, a los siguientes casos: 

 

a) Los vehículos de transporte de mercancía o carga. Para el caso de los       

vehículos de carga liviana (CL), se deberá demostrar la naturaleza de su 

actividad mediante la constancia o carta respectiva. 

 

b) Los vehículos de transporte público destinados al transporte remunerado de 

personas en cualquiera de sus modalidades (autobús, buseta, microbús, taxi, 

servicio especial estable de taxi), el servicio especial de trabajadores y turismo, 

que cuenten con placa de servicio público, así como taxi de carga autorizado 

por el Consejo de Transporte Público que cuente con el respectivo permiso al 

día. Todos los anteriores estarán sujetos a las disposiciones especiales 

establecidas por el Consejo de Transporte Público para la atención de la 

situación sanitaria por COVID-19 con ocasión del presente Decreto Ejecutivo. 

 

c) La persona del sector público o privado, con jornada laboral, sea por ingreso, 

salida o necesidad de desplazamiento durante el horario laboral en un día 

distinto al autorizado en el artículo 4° del presente Decreto Ejecutivo, 

debidamente acreditada. Para el caso del ingreso o la salida de la jornada 

laboral, la movilización podrá hacerse en vehículo particular, motocicleta 

particular o en alguna de las modalidades consignadas en el inciso b) del 

presente artículo, cualquiera de ellos debidamente demostrado. 

 

d) Los vehículos que presten el servicio de abastecimiento de combustibles. 

 

e) Los vehículos que presten el servicio de recolección de basura. 

 



f) Los vehículos que presten servicio de grúa o plataforma.  

 

g) Los vehículos de empresas constructoras, para el ejercicio de sus labores 

respectivas. 

 

h) Los vehículos oficiales, vehículos de atención de emergencia y vehículos de los 

diferentes cuerpos policiales para el ejercicio de sus labores respectivas. 

 

i) El personal de soporte o mantenimiento de operaciones o asistencia de 

servicios públicos, entre ellos el ICE, AyA, INCOFER, Aviación Civil, CNFL, 

Correos de CR, RECOPE, entre otros casos de soporte o mantenimiento de 

operaciones o asistencia de servicios públicos, debidamente identificados. 

 

j) Los vehículos oficiales del Ministerio de Obras Públicas y Transportes, así como 

del Consejo Nacional de Vialidad, para el ejercicio de sus labores respectivas. 

 

k) Los vehículos del servicio de funeraria para la prestación exclusiva de dicha 

actividad, debidamente demostrado. 

 

l) La prestación de servicios a domicilio, debidamente acreditados. 

 

m) La prestación de servicio de vigilancia privada o transporte de valores, incluido 

el soporte o asistencia técnica respectiva que requiere el servicio, debidamente 

acreditados. 

 

n) Los vehículos particulares del personal de los servicios de emergencia, Cruz 

Roja, Cuerpo de Bomberos de Costa Rica, Sistema de Emergencias 9-1-1 de 

Costa Rica, CNE, CCSS, Ministerio de Salud, organismos internacionales, y de 

aquellas instituciones que participen en la atención del estado de emergencia 

nacional en torno al COVID-19 o para la atención de una emergencia propia de 

sus labores, quienes deberán portar su respectivo uniforme o su carné 

institucional de identificación. 

 

o) Las personas jerarcas de los Supremos Poderes, para el ejercicio de sus labores 

respectivas, debidamente identificados. 

 

p) Los vehículos pertenecientes a las misiones internacionales, cuerpo 

diplomático y cuerpo consular, para el ejercicio de sus labores respectivas,  

debidamente acreditados. 

 



q) El personal del Poder Judicial, que requiera movilizarse con ocasión de su 

jornada laboral en un día distinto al autorizado en el artículo 4° del presente 

Decreto Ejecutivo, debidamente identificado. 

 

r) El personal de servicios de salud para el cumplimiento de sus labores, 

debidamente identificados.  

 

s) El personal de los puertos, aeropuertos y puestos fronterizos terrestres, al igual 

que toda la cadena logística asociada a estas actividades, debidamente 

identificados.  

 

t) El personal indispensable para el funcionamiento de operaciones y 

proveedores del servicio de telecomunicaciones, debidamente acreditados.  

 

u) El personal indispensable para el funcionamiento de la prensa y distribuciones 

de medios de comunicación, debidamente acreditados. 

 

v) El vehículo particular que, debido a una emergencia relacionada con la vida o 

salud, requiera trasladarse a un establecimiento de salud o farmacéutico. Así 

como con ocasión de una cita médica programada o para asistir a donar sangre 

al Banco Nacional de Sangre o al hospital respectivo, en ambos casos con el 

debido comprobante de la cita programada. 

 

w) Los vehículos de personas con labores religiosas y sus colaboradores 

estrictamente necesarios para la transmisión virtual de actividades religiosas o 

para la atención de un acto religioso debido al fallecimiento de una persona, 

debidamente acreditados.   

 

x) Los vehículos conducidos o que transporten personas con discapacidad, cuando 

dichos vehículos estén debidamente autorizados. 

 

y) Los vehículos de las personas que deban trasladarse estrictamente para brindar 

soporte médico o cuido de personas en estado terminal, con enfermedad grave 

o de asistencia a personas con discapacidad o personas adultas mayores. 

 

z) Los vehículos de las personas que deban trasladarse estrictamente para asistir 

a la cita de Revisión Técnica Vehicular, debidamente acreditado con el 

comprobante de la cita programada. 

 

aa) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con 

ocasión de una reservación a los hoteles, cabinas o establecimientos de 



alojamiento habilitados por el Ministerio de Salud, sea para el ingreso o salida, 

debidamente acreditado con el comprobante de reservación correspondiente. 

 

bb) Los vehículos de las personas que requieran trasladarse estrictamente con 

ocasión de la realización de la prueba de manejo, debidamente acreditado con 

el comprobante de matrícula emitido por el sistema de citas de la Dirección 

General de Educación Vial. 

 

cc) Los vehículos de alquiler -“rent a car”-, con el debido comprobante, así como 

los vehículos que brinden asistencia con ocasión de dicho servicio. 

 

dd) Los vehículos de las personas que estrictamente requieran trasladarse al 

Aeropuerto Internacional Juan Santamaría para salir del país o para recoger a 

una persona que ingrese al territorio nacional bajo los vuelos habilitados para 

tal efecto, debidamente acreditado con el tiquete de vuelo personal o de la 

persona correspondiente que se vaya a recoger. 

 

ee) Los vehículos de las personas que estrictamente requieran trasladarse a las 

guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el Consejo de Atención 

Integral o el Ministerio de Educación Pública, a efectos de dejar o recoger a una 

persona menor de edad, con la debida carta de comprobación. 

 

 

ARTÍCULO 6°.- Demostración para la aplicación de la excepción.  

 

Para aquellos incisos del artículo 5° del presente Decreto Ejecutivo, en los cuales se 

establece la obligación de acreditar o demostrar la invocación de la excepción 

correspondiente, dicha comprobación deberá darse ante la autoridad de tránsito 

mediante la presentación del carné institucional o empresarial, así como mediante una 

constancia laboral emitida de forma física o digital por la persona empleadora en la 

que se consignen los siguientes datos: 

 

a) El nombre de la persona trabajadora. 

b) El número del documento correspondiente de identidad. 

c) El horario de trabajo de la persona trabajadora. 

d) El domicilio de la persona trabajadora. 

e) El nombre de la empresa o la institución en la cual labora la persona 

trabajadora. 

f) La ubicación de la empresa o institución en la cual labora la persona. 

g) La excepción invocada según el artículo 5° del presente Decreto Ejecutivo. 



h) El número de placa del vehículo en el cual requiere movilizarse la persona 

trabajadora. 

i) Firma de la persona encargada de emitir o de dar validez a la constancia 

laboral. 

j) En caso de que la persona trabajadora requiera trasladarse con el apoyo de 

otra persona, la constancia laboral deberá consignar los datos de esa segunda 

persona, sean nombre y documento de identidad. 

 

Para los casos de personas trabajadoras independientes, deberán portar y presentar 

un documento físico o digital de respaldo sobre sus labores -los datos posibles 

enumerados en el párrafo anterior- o actividad ejercida que justifique su movilización 

en un día distinto del establecido en el artículo 4 ° de este Decreto Ejecutivo, según las 

excepciones dispuestas en el artículo 5°. 

 

ARTICULO 7°.- Rutas exceptuadas de la presente medida. 

 

Quedan excluidas de la presente medida de restricción vehicular temporal, las 

siguientes rutas: 

 

a) Ruta 1 (San José-Peñas Blancas). 

b) Ruta 2 (San José-Paso Canoas). 

c) Ruta 3 (San José-Orotina). 

d) Ruta 4 (Cruce Río Frío en ruta 32-Upala). 

e) Ruta 5 (San José-Heredia). 

f) Ruta 6 (Cañas-Upala). 

g) Ruta 10 (Cartago-Siquirres). 

h) Ruta 27 (San José-Puntarenas). 

i) Ruta 32 (San José-Limón). 

j) Ruta 126 (Heredia-Sarapiquí). 

k) Ruta 137 (Puriscal-Orotina). 

l) Ruta 140 (Ciudad Quesada San Carlos-San Miguel de Sarapiquí). 

m) Ruta 141 (Naranjo de Alajuela-El Tanque de San Carlos). 

n) Ruta 209 (San José-Acosta-La Fila de Mora). 

o) Ruta 230 (Cartago-Turrialba). 

p) Ruta 237 (Paso Real Buenos Aires Puntarenas-Ciudad Neilly Corredores). 

q) Ruta 702 (San Ramón de Alajuela-La Fortuna de San Carlos) 

 

Dichas rutas se rigen por lo dispuesto en los Decretos Ejecutivos número 42253-MOPT-

S del 24 de marzo de 2020 y 42295-MOPT-S del 11 de abril de 2020. 

 

 



ARTICULO 8°.-Cumplimiento de lineamientos sanitarios en los casos del artículo 5°. 

Las personas físicas y jurídicas propietarias de vehículos automotores, así como las 

personas conductoras de los mismos deberán cumplir con los lineamientos sanitarios 

girados por el Ministerio de Salud sobre el COVID-19. 

ARTICULO 9°.-Control de la restricción vehicular con horario diferenciado. 

La Dirección General de la Policía de Tránsito del Ministerio de Obras Públicas y 

Transportes, con el apoyo que requiera, ejercerá las labores de control para el 

cumplimiento de la medida de restricción vehicular temporal descrita en el presente 

Decreto Ejecutivo. 

ARTÍCULO 10°.-Sanción por incumplimiento. 

El incumplimiento de las disposiciones contenidas en el presente Decreto Ejecutivo 

será sancionado de conformidad con lo establecido en la Ley de Tránsito por Vías 

Públicas Terrestres y Seguridad Vial, Ley número 9078 del 4 de octubre de 2012, 

publicada en el Diario Oficial la Gaceta el 26 de octubre de 2012, sin perjuicio de las 

sanciones conexas a la persona conductora que infrinja las disposiciones relativas a la 

restricción. 

ARTÍCULO 11°.-Temporalidad de la medida. 

La medida de restricción vehicular especial consignada en el presente Decreto 

Ejecutivo se aplicará a partir de las 05:00 horas del día 10 de agosto y hasta las 20:59 

horas del 21 de agosto de 2020.  

ARTÍCULO 12°.- Suspensión temporal. 

Durante el período comprendido de las 05:00 horas del día 10 de agosto y hasta las 

20:59 horas del 21 de agosto de 2020, se suspende la aplicación de los artículos 4° y 5° 

del Decreto Ejecutivo número 42484-MOPT-S del 17 de julio de 2020, así como lo 

relacionado con los cantones en alerta naranja dispuesto en dicho Decreto Ejecutivo.  

ARTÍCULO 13°.- Rige. 

El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de las 05:00 horas del 10 de agosto de 2020. 

Dado en la Presidencia de la República, San José a los ocho días del mes de agosto de 

dos mil veinte. 

     CARLOS ALVARADO QUESADA.—El Ministro de Salud, Daniel Salas Peraza.
—El Ministro de Obras Públicas y Transportes, Rodolfo Méndez Mata.—1 vez.—
Exonerado.—( D42521 - IN2020475139 ).



San José a las quince horas con quince minutos del ocho de agosto de dos mil veinte.   

Se establecen disposiciones sanitarias durante el mes de agosto de 2020, dirigidas a 
las personas encargadas de establecimientos que cuenten con permisos sanitarios 
de funcionamiento que atienden al público, en aquellas zonas que están catalogadas 
como en Alerta Amarilla, así decretada por la Comisión Nacional de Prevención de 
Riesgos y Atención de Emergencias, con fundamento en las atribuciones que les 
confieren los artículos 21, 50, 140 incisos 6), 8) y 20) y 146 de la Constitución Política; 25, 
28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley No. 6227 del 02 de mayo de 1978 “Ley 
General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 149, 161, 162, 163, 164, 166, 
168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley No. 5395 del 30 de octubre 
de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 de noviembre de 1973 
“Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; 3 y 30 de la Ley No. 8488 del 22 de noviembre 
de 2005, “Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo”; el Decreto Ejecutivo 
No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de 
marzo de 2020 y sus reformas; y,  

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de
Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c)
y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de
noviembre de 1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de
la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de
Salud. Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por
el Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la
salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre
cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para
dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los
estados de emergencia sanitarios.

IV. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, debido a ser
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esta un bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del 
Ministerio de Salud, la definición de la política nacional de salud, la formación, 
planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a 
salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la 
ley. Por las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades 
policiales en materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la 
situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad 
para obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que emita para 
mantener el bienestar común de la población y la preservación del orden público 
en materia de salubridad.  

V. Que, de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley
General de Salud, dispone que “Toda persona deberá cumplir con las disposiciones
legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y
propagación de enfermedades transmisibles. Queda especialmente obligada a
cumplir: (...) b) Las medidas preventivas que la autoridad de salud ordene cuando
se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica. c) Las
medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar
focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades
contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según
proceda”. Es así como se establece un tipo de deber al cual están sujetas las
personas para evitar acciones o actividades que afecten la salud de terceros,
específicamente las obligaciones ante la necesidad de control nacional o
internacional de enfermedades transmisibles.

VI. Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere
al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la
facultad de adoptar medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o bien, impedir que tales factores de afectación se
compliquen o se propaguen, de tal suerte que inhiba las acciones que propicien
esa incidencia en la salud de la población, según los ordinales 340 y 341 de la Ley
General de Salud. Debido a la situación de emergencia sanitaria, la cual se
desarrollará más adelante, esta facultad para emitir medidas especiales encuentra
asidero jurídico también en el artículo 367 de la Ley citada, que concede a dicha
autoridad rectora la potestad de fijar acciones extraordinarias para evitar la
propagación de la epidemia.

VII. Que, en concordancia con el artículo supra citado, la Ley Nacional de Emergencias
y Prevención del Riesgo en su ordinal 30 contempla la fase de respuesta como
aquella etapa operativa dentro de la cual es posible “medidas urgentes de primer
impacto orientadas a salvaguardar la vida, la infraestructura de los servicios
públicos vitales, la producción de bienes y servicios vitales, la propiedad y el
ambiente (...)”. Así también, dicha fase abarca “(...) la adopción de medidas
especiales u obras de mitigación debidamente justificadas para proteger a la
población (...)”. Como se expondrá en el considerando XII, el territorio
costarricense se encuentra en estado de emergencia nacional contemplando para
ello, las tres fases respectivas para el abordaje de dicha emergencia. Dado que, en



el momento de emitir la presente medida, la situación sanitaria de emergencia no 
ha mermado su incidencia en el país y continúan aumentando los casos de 
contagio, se hace imperioso redoblar las medidas de protección de la salud de las 
personas en los espacios de interacción pública.  

VIII. Que, para comprender el espíritu y objetivo de la presente resolución
administrativa, resulta necesario tener presente la integralidad de los principios
que acompañan la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, ya que
tales reglas deben ser observadas en la aplicación de esta resolución, sea la
adopción de una medida especial y urgente para resguardar la vida y salud de las
personas. En ese sentido, se debe explicar que Costa Rica está frente a un estado
de necesidad y urgencia, así declarada la emergencia en todo el territorio nacional
debido al COVID-19. Frente a esa situación de peligro, el Poder Ejecutivo está en la
obligación de disminuir los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, a
través de las medidas de prevención y mitigación para proteger la vida de las
personas, para ello aplican la valoración de razonabilidad y proporcionalidad,
conforme con el fin que se persigue, sea en este caso el resguardo de la salud
pública por los efectos del COVID-19.

IX. Que, desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos
de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por brote de un nuevo
coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30
de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan
de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado
fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia
familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común
hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del
síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio
agudo severo y el que provoca el COVID-19.

X. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa
Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de
Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han
aumentado los casos debidamente confirmados.

XI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e
internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer
frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren
constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud
tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el
extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.

XII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,
se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de
Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad
COVID-19, debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus,
dada su magnitud como pandemia y sus consecuencias en el territorio nacional.



Además, corresponde a una situación de la condición humana y de carácter 
anormal y para los efectos correspondientes de la declaratoria de emergencia 
nacional, se tienen comprendidas dentro de dicha declaratoria de emergencia las 3 
fases establecidas por el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y 
Prevención del Riesgo.  

XIII. Que, en el abordaje de la pandemia, el Poder Ejecutivo ha tenido la prioridad de
adoptar acciones con enfoque de derechos humanos, para garantizar no solo la
salud de la población, la protección de su vida, la integridad personal, sino también
la igualdad, la no discriminación, el enfoque de género, la diversidad y la
intersectorialidad de la población.

XIV. Que la emergencia nacional enfrentada por el COVID-19 posee un comportamiento
y características más complejas y peligrosas, lo cual conlleva un aumento en la
amenaza como factor de riesgo, debido a la dificultad para su control. Ante ese
escenario, el Estado tiene el deber de blindar la vulnerabilidad de la población ante
esta situación sanitaria, a través de acciones que permitan disminuir la exposición
a dicha amenaza, sea el contagio y propagación del COVID-19. Es así que, con
fundamento en el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del
Riesgo en unión con los artículos 147, 340 y 341 de la Ley General de Salud,
relacionado con el deber de las personas de cumplir las medidas sanitarias
dictadas en caso de epidemia, se emite la presente resolución administrativa, con
el objetivo de prevenir y mitigar la propagación del COVID-19 en el territorio
nacional y con la finalidad de resguardar la salud de las personas y su bienestar
común –bajo los artículos 21 y 50 constitucionales-, estableciendo la
obligatoriedad de estas medidas de restricción en los establecimientos que
cuenten con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público
localizados en las zonas decretadas en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias.

XV. Que, en el contexto epidemiológico actual, con un aumento pronunciado de los
casos y ante el contagio comunitario que de forma precautoria fue declarado así
por esta cartera ministerial, es primordial resguardar la salud de la población y
evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados
intensivos a causa de esta enfermedad. Por ello, el Poder Ejecutivo toma acciones
específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y así,
procurar el óptimo abordaje de la situación acarreada por esta enfermedad y
evitar una eventual saturación de los servicios de salud que haga imposible la
atención oportuna de aquellas personas que enfermen gravemente.

XVI. Que los establecimientos comerciales constituyen sitios donde acuden personas
que requieren adquirir bienes y/o servicios, lo que constituye un riesgo para su
salud y la de las personas trabajadoras de dichos establecimientos ante la
posibilidad de contagio por el virus.

XVII. Que el artículo 364 de la Ley General de Salud establece: “La cancelación o
suspensión de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la
autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una



actividad para la cual fue otorgada o inhibiendo el uso y la exhibición del 
documento que la acredite.”  

XVIII. Que, como parte de los elementos analizados en el contexto vigente del estado de
emergencia nacional, se encuentra innegablemente el factor de riesgo a una
mayor exposición al COVID-19 que enfrentan ciertas regiones del país debido a su
ubicación geográfica. Determinados cantones del territorio nacional son más
vulnerables a la propagación del COVID-19. De ahí que sea necesario tomar
medidas estrictas con mayor rigurosidad en las zonas requeridas para mitigar el
avance del COVID-19 y así, proteger la salud de la población.

XIX. Que, aunado a lo anterior, el Poder Ejecutivo ha detectado el surgimiento
alarmante de nuevos focos de contagio importantes en el país, los cuales deben
ser atendidos mediante acciones que permitan controlar esta situación de
propagación epidemiológica particular, de ahí que resulte urgente establecer una
lista de cantones, distritos y poblados que ameritan una restricción mayor en
aquellos establecimientos que cuenten con un Permiso Sanitario de
Funcionamiento debido a esta problemática emergente, con el objetivo de que las
personas acaten la medida reiterada por el Poder Ejecutivo de permanecer
responsablemente en el sitio de habitación para evitar la exposición y la
transmisión del COVID-19.

XX. Que mediante resolución MS-DM-6351-2020 de las 14:20 horas del 29 de julio se
establecieron disposiciones sanitarias durante el mes de agosto de 2020, dirigidas
a las personas encargadas de establecimientos que cuenten con permisos
sanitarios de funcionamiento que atienden al público, en aquellas zonas que están
catalogadas como en Alerta Amarilla. Dicha resolución fue reformada mediante
resoluciones MS-DM-6466-2020 de las 17:30 horas del 31 de julio de 2020 y MS-
DM-6521-2020 de las 16:30 horas del 05 de agosto de 2020.

XXI. Que se hace necesario y oportuno, ajustar dichas medidas de carácter sanitario
con el objetivo de regular el funcionamiento de los establecimientos comerciales
que atienden al público en los cantones, distritos y poblados de riesgo decretados
en Alerta Amarilla por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención
de Emergencias.

Por tanto, 
EL MINISTRO DE SALUD 

RESUELVE 

PRIMERO. Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y 
mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional 
dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y sus 
reformas, en procura del bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio 
costarricense de manera habitual ante los efectos del COVID-19.  



Se entiende por burbuja social el grupo de personas que conviven regularmente en el 
mismo hogar, en la mayoría de las ocasiones coincide con el núcleo familiar.  

SEGUNDO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, en los cantones, 
distritos y poblados de riesgo decretados en Alerta Amarilla por la Comisión Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, de lunes a viernes de las 21:00 horas a 
las 5:00 horas del día siguiente. Asimismo, se ordena el cierre temporal de dichos 
establecimientos los sábados y domingos de las 19:00 horas a las 5:00 horas del día 
siguiente. Estas restricciones se aplicarán del lunes 10 de agosto al 30 de agosto de 2020 
inclusive.  

I. Se exceptúan de la segunda disposición:

A. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria:
1. Servicios a domicilio.
2. Alquiler de vehículos “rent a car”.
3. Alquiler de bicicletas.
4. Suministro y abastecimiento de combustibles.
5. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
6. Los establecimientos de salud públicos y privados (clínicas, farmacias,

hospitales, laboratorios, consultorios, servicios de radiodiagnósticos, servicios de
emergencias, ópticas, macrobióticas, entre otros), clínicas veterinarias y
droguerías.

7. Servicios de salud en unidades móviles cumpliendo con lo establecido en el
Decreto Ejecutivo No. 41045-S.

8. Guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el CAI o el MEP.
9. Centros de atención a personas en condición de vulnerabilidad y

dependencia.
10. Estacionamientos o parqueos públicos.
11. Encomiendas.
12. Actividades de alojamiento para estancia corta (moteles).
13. Hoteles, cabinas o establecimientos de alojamiento.
14. La venta de loterías y productos de azar debidamente autorizados por la Junta de

Protección Social.
15. Instituciones públicas en general y municipios.
16. Todos aquellos otros establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento

que no brinden atención al público presencial.



B. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria, sin público y a puerta
cerrada, con el mínimo personal requerido:

1. Actividades a puerta cerrada de teatros (incluyendo el Teatro Nacional y el Teatro
Popular Melico Salazar), iglesias, municipalidades con sus sesiones de concejo
municipal, consejos de distrito, reunión de comisiones y demás reuniones
municipales, así como cualquier otro espacio cerrado para el desarrollo de
transmisiones virtuales, con estricto cumplimiento de los protocolos preventivos y
lineamientos emitidos por el Ministerio de Salud, y con el personal mínimo
requerido.

2. Deportes de contacto de alto rendimiento sin espectadores.

C. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%):

1. Ferias del agricultor.
2. Mercados, supermercados, minisúper, pulperías, panaderías, carnicerías,

verdulerías y similares.
3. Venta de productos agrícolas, pecuarios, acuícolas, pesqueros y floristerías.
4. Venta de insumos agropecuarios, veterinarios y alimentos para animales.
5. Venta de suministros de higiene.
6. Lavanderías.
7. Venta de repuestos, partes, piezas y accesorios para: vehículos, motores en

general, bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
8. Ferreterías y venta de materiales para la construcción.
9. Cerrajerías.
10. Vidrieras.
11. Reparación de vehículos, motores en general, motocicletas, llantas, ciclos y talleres

de bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
12. Servicio de cambio de aceite a vehículos (Lubricentros).
13. Servicios de lavado de automóviles (Lavacar).
14. Revisión Técnica Vehicular (RTV).
15. Salones de belleza, barberías y estéticas.
16. Salones de estéticas para mascotas (Grooming).
17. Plataformas de atención al cliente de instituciones públicas y municipales.
18. Servicios bancarios y financieros públicos o privados, en entidades financieras o no

financieras.
19. Actividades de centros que atienden llamadas de clientes utilizando operadores

humanos como: “call center”.
20. Funerarias y/o capillas de velación.
21. Parques nacionales según la lista que publique el MINAE.
22. Parques temáticos de animales, parques botánicos o parques marinos que no

impliquen el acceso a playas ni balnearios.
23. Piscinas, restaurantes, gimnasios de los hoteles, cabinas o establecimientos de

alojamiento.



24. Centros con piscinas de aguas termales.
25. Comercios dentro de las terminales nacionales e internacionales del Aeropuerto

Internacional Juan Santamaría y Daniel Oduber.

D. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 21:00 horas, y de
sábados a domingo de las 5:00 horas a las 19:00 horas, con aforo diferenciado:

1. Modalidad de autoservicio para los servicios de alimentación al público,
entiéndase la misma como el retiro de productos en ventanilla utilizando un
vehículo.

2. Modalidad de retiro de comida en establecimiento para llevar.
3. Cines y teatros con utilización obligatoria de mascarilla o careta, con medidas de

separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas sociales y
con boletería o reserva electrónica.

4. Autocine.
5. Actividades, organizaciones o congregaciones en sitios de adoración con utilización

obligatoria de mascarilla o careta, con una capacidad de ocupación máxima de 75
personas, en esta cantidad de personas no incluye el staff del lugar (que debe ser
el mínimo), con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las
burbujas sociales.

6. Salas de eventos para actividades de máximo 30 personas (con medidas de
separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas sociales y
con listas de asistentes con número de cédula y número de contacto). Las 30
personas deben incluir el personal de logística del evento e invitados.

7. Turismo aventura, con utilización obligatoria de mascarilla o careta mientras se
coloca y se retira el equipo de seguridad para realizar la actividad, y respetando las
burbujas sociales.

E. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 21:00 horas, y de sábado
a domingo de las 5:00 horas a las 19:00 horas, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por ciento (50%):

1. Venta al por menor de vehículos automotores nuevos y usados.
2. Instalaciones deportivas y polideportivos, para la práctica de actividades

deportivas y recreativas sin contacto físico o directo.
3. Establecimientos para práctica o entrenamiento de deportes sin contacto.
4. Gimnasios con programación de citas y horario diferenciado para personas con

factores de riesgo.
5. Escuelas de natación.
6. Escuelas de manejo.
7. Restaurantes (los comercios con patente de Bar y Restaurante, solo se les

permitirá la operación del área de restaurante con expendio de bebidas alcohólicas
siempre que cumplan con capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%)).

8. Sodas y Cafeterías.
9. Plazas de comidas (food trucks, food courts).



10. Tiendas en general.
11. Tiendas pordepartamento.
12. Centros comerciales.
13. Museos (con boletería o reserva electrónica).
14. Academias de arte y baile sin contacto físico.
15. Polígonos de tiro.
16. Actividades de agentes dedicados a la venta de animales vivos (subastas

ganaderas).

F. Se habilita el acceso a playas y lagos de lunes a domingo de las 5:00 horas a las
14:30 horas, con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las
burbujas sociales. Este acceso incluye las actividades deportivas sin contacto.
PREVIA APROBACIÓN DE PROTOCOLOS POR EL ICT CON CADA MUNICIPIO.

TERCERO: Para calcular el aforo a un 50% de la capacidad máxima del establecimiento, se 
hará de conformidad con los siguientes parámetros:  

1. De conformidad con la capacidad máxima establecida en la solicitud del permiso
sanitario de funcionamiento. Dicha capacidad máxima incluye trabajadores y
ocupantes.

2. Debe garantizar guardar un espacio de 1.8 metros entre cada persona dentro del
establecimiento y en las aceras previo a su ingreso.

3. En caso de que los usuarios del servicio deban esperar a ser ingresados al local,
deben ser organizados en filas en las que se aplique la distancia de seguridad
recomendada.

4. Respecto a los espacios de no acceso al público, deberá aplicarse lo establecido en
los “Lineamientos generales para propietarios y administradores de Centros de
Trabajo por Coronavirus (COVID-19)”.

5. Además de lo señalado respecto al aforo, los establecimientos deben garantizar el
cumplimiento de los lineamientos generales según el tipo de atención que brindan.

CUARTO: Todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento 
exceptuados en esta resolución deberán garantizar la aplicación estricta de los 
lineamientos del Ministerio de Salud para evitar la propagación del COVID-19, así como 
cumplir con el aforo al 50% de su capacidad máxima cuando corresponda.  

QUINTO: Se instruye a las autoridades de salud, tanto del Ministerio de Salud como de los 
Cuerpos Policiales e Inspectores Municipales del país cuya condición les ha sido delegada, 
para que giren Orden Sanitaria a aquellos establecimientos que incumplan con la presente 
disposición, ordenando la clausura inmediata de dichos establecimientos y la tramitación 
del cobro de las multas resultantes según corresponda.  

SEXTO: La presente resolución para los cantones, distritos y poblados decretados en 
Alerta Amarilla por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de 
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Emergencias, rige a partir del 10 de agosto de 2020 y hasta el 30 de agosto de 2020 
inclusive.  

SÉTIMO: Deróguese las resoluciones MS-DM-6351-2020 de las 14:20 horas del 29 de julio 
de 2020, MS-DM-6466-2020 de las 17:30 horas del 31 de julio de 2020 y MS-DM-6521-
2020 de las 16:30 horas del 05 de agosto de 2020. 

COMUNÍQUESE: 

       Dr. Daniel Salas Peraza, Ministro de Salud.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020475134 ).



Se establecen disposiciones sanitarias durante el mes de agosto de 2020, dirigidas a 
las personas encargadas de establecimientos que cuenten con permisos sanitarios 
de funcionamiento que atienden al público, en aquellas zonas que están catalogadas 
como en Alerta Naranja, así decretada por la Comisión Nacional de Prevención de 
Riesgos y Atención de Emergencias, con fundamento en las atribuciones que les 
confieren los artículos 21, 50, 140 incisos 6), 8) y 20) y 146 de la Constitución Política; 25, 
28, párrafo 2) incisos a) e i) de la Ley No. 6227 del 02 de mayo de 1978 “Ley 
General de la Administración Pública”; 1, 2, 4, 7, 147, 148, 149, 161, 162, 163, 164, 
166, 168, 169, 337, 338, 338 bis, 340, 341, 348, 378 de la Ley No. 5395 del 30 de 
octubre de 1973 “Ley General de Salud”; 2 y 6 de la Ley No. 5412 del 08 de noviembre 
de 1973 “Ley Orgánica del Ministerio de Salud”; 3 y 30 de la Ley No. 8488 del 22 de 
noviembre de 2005, “Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo”; el Decreto 
Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020; el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S 
del 16 de marzo de 2020 y sus reformas; y,  

CONSIDERANDO: 

I. Que los artículos 21 y 50 de la Constitución Política regulan los derechos
fundamentales a la vida y salud de las personas, así como el bienestar de la
población, que se constituyen en bienes jurídicos de interés público que el Estado
está obligado a proteger, mediante la adopción de medidas que les defiendan de
toda amenaza o peligro.

II. Que los artículos 1, 4, 6, 7, 337, 338, 340, 341, 355 y 356 de la Ley General de
Salud, Ley número 5395 del 30 de octubre de 1973 y los numerales 2 inciso b) y c)
y 57 de la Ley Orgánica del Ministerio de Salud, Ley número 5412 del 08 de
noviembre de 1973, regulan la obligación de protección de los bienes jurídicos de
la vida y la salud pública por parte del Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de
Salud. Asimismo, la salud de la población es un bien de interés público tutelado por
el Estado, y que las leyes, reglamentos y disposiciones administrativas relativas a la
salud son de orden público, por lo que en caso de conflicto prevalecen sobre
cualesquiera otras disposiciones de igual validez formal.

III. Que, con fundamento en lo anterior, el Ministerio de Salud es la autoridad
competente para ordenar y tomar las medidas especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o que estos se difundan o agraven, así como para
inhibir la continuación o reincidencia en la infracción de los particulares. Dichas
normas legales que establecen la competencia del Ministerio de Salud en materia
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de salud consagran la potestad de imperio en materia sanitaria, que le faculta para 
dictar todas las medidas técnicas que sean necesarias para enfrentar y resolver los 
estados de emergencia sanitarios.  

IV. Que es función esencial del Estado velar por la salud de la población, debido a ser
esta un bien jurídico tutelado, correspondiéndole al Poder Ejecutivo por medio del
Ministerio de Salud, la definición de la política nacional de salud, la formación,
planificación y coordinación de todas las actividades públicas y privadas relativas a
salud, así como la ejecución de aquellas actividades que le competen conforme a la
ley. Por las funciones encomendadas al Ministerio de Salud y sus potestades
policiales en materia de salud pública, debe efectuar la vigilancia y evaluar la
situación de salud de la población cuando esté en riesgo. Ello implica la facultad
para obligar a las personas a acatar disposiciones normativas que emita para
mantener el bienestar común de la población y la preservación del orden público
en materia de salubridad.

V. Que, de forma particular, es necesario destacar que el ordinal 147 de la Ley
General de Salud, dispone que “Toda persona deberá cumplir con las disposiciones
legales o reglamentarias y las prácticas destinadas a prevenir la aparición y
propagación de enfermedades transmisibles. Queda especialmente obligada a
cumplir: (...) b) Las medidas preventivas que la autoridad de salud ordene cuando
se presente una enfermedad en forma esporádica, endémica o epidémica. c) Las
medidas preventivas que la autoridad sanitaria ordene a fin de ubicar y controlar
focos infecciosos, vehículos de transmisión, huéspedes y vectores de enfermedades
contagiosas o para proceder a la destrucción de tales focos y vectores, según
proceda”. Es así como se establece un tipo de deber al cual están sujetas las
personas para evitar acciones o actividades que afecten la salud de terceros,
específicamente las obligaciones ante la necesidad de control nacional o
internacional de enfermedades transmisibles.

VI. Que para el cumplimiento de los deberes que el ordenamiento jurídico le confiere
al Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Salud como autoridad rectora, está la
facultad de adoptar medidas extraordinarias o especiales para evitar el riesgo o
daño a la salud de las personas, o bien, impedir que tales factores de afectación se
compliquen o se propaguen, de tal suerte que inhiba las acciones que propicien
esa incidencia en la salud de la población, según los ordinales 340 y 341 de la Ley
General de Salud. Debido a la situación de emergencia sanitaria, la cual se
desarrollará más adelante, esta facultad para emitir medidas especiales encuentra
asidero jurídico también en el artículo 367 de la Ley citada, que concede a dicha
autoridad rectora la potestad de fijar acciones extraordinarias para evitar la
propagación de la epidemia.

VII. Que, en concordancia con el artículo supra citado, la Ley Nacional de Emergencias
y Prevención del Riesgo en su ordinal 30 contempla la fase de respuesta como
aquella etapa operativa dentro de la cual es posible “medidas urgentes de primer
impacto orientadas a salvaguardar la vida, la infraestructura de los servicios
públicos vitales, la producción de bienes y servicios vitales, la propiedad y el
ambiente (...)”. Así también, dicha fase abarca “(...) la adopción de medidas



especiales u obras de mitigación debidamente justificadas para proteger a la 
población (...)”. Como se expondrá en el considerando XII, el territorio 
costarricense se encuentra en estado de emergencia nacional contemplando para 
ello, las tres fases respectivas para el abordaje de dicha emergencia. Dado que, en 
el momento de emitir la presente medida, la situación sanitaria de emergencia no 
ha mermado su incidencia en el país y continúan aumentando los casos de 
contagio, se hace imperioso redoblar las medidas de protección de la salud de las 
personas en los espacios de interacción pública.  

VIII. Que, para comprender el espíritu y objetivo de la presente resolución
administrativa, resulta necesario tener presente la integralidad de los principios
que acompañan la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del Riesgo, ya que
tales reglas deben ser observadas en la aplicación de esta resolución, sea la
adopción de una medida especial y urgente para resguardar la vida y salud de las
personas. En ese sentido, se debe explicar que Costa Rica está frente a un estado
de necesidad y urgencia, así declarada la emergencia en todo el territorio nacional
debido al COVID-19. Frente a esa situación de peligro, el Poder Ejecutivo está en la
obligación de disminuir los factores de riesgo y vulnerabilidad de la población, a
través de las medidas de prevención y mitigación para proteger la vida de las
personas, para ello aplican la valoración de razonabilidad y proporcionalidad,
conforme con el fin que se persigue, sea en este caso el resguardo de la salud
pública por los efectos del COVID-19.

IX. Que, desde enero del año 2020, las autoridades de salud activaron los protocolos
de emergencia epidemiológica sanitaria internacional por brote de un nuevo
coronavirus en China. La alerta de la Organización Mundial de la Salud del día 30
de enero de 2020 se generó después de que se detectara en la ciudad de Wuhan
de la Provincia de Hubei, en China, un nuevo tipo de coronavirus que ha provocado
fallecimientos en diferentes países del mundo. Los coronavirus son una amplia
familia de virus que pueden causar diversas afecciones, desde el resfriado común
hasta enfermedades más graves, como ocurre con el coronavirus causante del
síndrome respiratorio de Oriente Medio, el que ocasiona el síndrome respiratorio
agudo severo y el que provoca el COVID-19.

X. Que el día 06 de marzo de 2020 se confirmó el primer caso de COVID-19 en Costa
Rica, luego de los resultados obtenidos en el Instituto Costarricense de
Investigación y Enseñanza en Nutrición y Salud. A partir de esa fecha han
aumentado los casos debidamente confirmados.

XI. Que el 11 de marzo del 2020, la Organización Mundial de la Salud elevó la
situación de emergencia de salud pública ocasionada por el COVID-19 a pandemia
internacional. La rapidez en la evolución de los hechos, a escala nacional e
internacional, requiere la adopción de medidas inmediatas y eficaces para hacer
frente a esta coyuntura. Las circunstancias extraordinarias que concurren
constituyen, sin duda, una crisis sanitaria sin precedentes y de enorme magnitud
tanto por el muy elevado número de personas afectadas como por el
extraordinario riesgo para su vida y sus derechos.



XII. Que mediante el Decreto Ejecutivo número 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020,
se declaró estado de emergencia nacional en todo el territorio de la República de
Costa Rica, debido a la situación de alerta sanitaria provocada por la enfermedad
COVID-19, debido al estado de necesidad y urgencia ocasionado por dicho virus,
dada su magnitud como pandemia y sus consecuencias en el territorio nacional.
Además, corresponde a una situación de la condición humana y de carácter
anormal y para los efectos correspondientes de la declaratoria de emergencia
nacional, se tienen comprendidas dentro de dicha declaratoria de emergencia las 3
fases establecidas por el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y
Prevención del Riesgo.

XIII. Que, en el abordaje de la pandemia, el Poder Ejecutivo ha tenido la prioridad de
adoptar acciones con enfoque de derechos humanos, para garantizar no solo la
salud de la población, la protección de su vida, la integridad personal, sino también
la igualdad, la no discriminación, el enfoque de género, la diversidad y la
intersectorialidad de la población.

XIV. Que la emergencia nacional enfrentada por el COVID-19 posee un comportamiento
y características más complejas y peligrosas, lo cual conlleva un aumento en la
amenaza como factor de riesgo, debido a la dificultad para su control. Ante ese
escenario, el Estado tiene el deber de blindar la vulnerabilidad de la población ante
esta situación sanitaria, a través de acciones que permitan disminuir la exposición
a dicha amenaza, sea el contagio y propagación del COVID-19. Es así que, con
fundamento en el artículo 30 de la Ley Nacional de Emergencias y Prevención del
Riesgo en unión con los artículos 147, 340 y 341 de la Ley General de Salud,
relacionado con el deber de las personas de cumplir las medidas sanitarias
dictadas en caso de epidemia, se emite la presente resolución administrativa, con
el objetivo de prevenir y mitigar la propagación del COVID-19 en el territorio
nacional y con la finalidad de resguardar la salud de las personas y su bienestar
común –bajo los artículos 21 y 50 constitucionales-, estableciendo la
obligatoriedad de estas medidas de restricción en los establecimientos que
cuenten con permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público
localizados en las zonas decretadas en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias.

XV. Que, en el contexto epidemiológico actual, con un aumento pronunciado de los
casos y ante el contagio comunitario que de forma precautoria fue declarado así
por esta cartera ministerial, es primordial resguardar la salud de la población y
evitar la saturación de los servicios de salud, en especial las unidades de cuidados
intensivos a causa de esta enfermedad. Por ello, el Poder Ejecutivo toma acciones
específicas para disminuir el aumento en la propagación del COVID-19 y así,
procurar el óptimo abordaje de la situación acarreada por esta enfermedad y
evitar una eventual saturación de los servicios de salud que haga imposible la
atención oportuna de aquellas personas que enfermen gravemente.

XVI. Que los establecimientos comerciales constituyen sitios donde acuden personas
que requieren adquirir bienes y/o servicios, lo que constituye un riesgo para su



salud y la de las personas trabajadoras de dichos establecimientos ante la 
posibilidad de contagio por el virus.  

XVII. Que el artículo 364 de la Ley General de Salud establece: “La cancelación o
suspensión de permisos consiste en revocatoria definitiva o temporal de la
autorización de instalación o funcionamiento de un establecimiento o de una
actividad para la cual fue otorgada o inhibiendo el uso y la exhibición del
documento que la acredite.”

XVIII. Que, como parte de los elementos analizados en el contexto vigente del estado de
emergencia nacional, se encuentra innegablemente el factor de riesgo a una
mayor exposición al COVID-19 que enfrentan ciertas regiones del país debido a su
ubicación geográfica. Determinados cantones del territorio nacional son más
vulnerables a la propagación del COVID-19. De ahí que sea necesario tomar
medidas estrictas con mayor rigurosidad en las zonas requeridas para mitigar el
avance del COVID-19 y así, proteger la salud de la población.

XIX. Que, aunado a lo anterior, el Poder Ejecutivo ha detectado el surgimiento
alarmante de nuevos focos de contagio importantes en el país, los cuales deben
ser atendidos mediante acciones que permitan controlar esta situación de
propagación epidemiológica particular, de ahí que resulte urgente establecer una
lista de cantones, distritos y poblados que ameritan una restricción mayor en
aquellos establecimientos que cuenten con un Permiso Sanitario de
Funcionamiento debido a esta problemática emergente, con el objetivo de que las
personas acaten la medida reiterada por el Poder Ejecutivo de permanecer
responsablemente en el sitio de habitación para evitar la exposición y la
transmisión del COVID-19.

XX. Que mediante resolución MS-DM-6347-2020 de las 14:00 horas del 29 de julio se
establecieron disposiciones sanitarias durante el mes de agosto de 2020, dirigidas
a las personas encargadas de establecimientos que cuenten con permisos
sanitarios de funcionamiento que atienden al público, en aquellas zonas que están
catalogadas como en Alerta Naranja Dicha resolución fue reformada mediante
resoluciones MS-DM-6465-2020 de las 16:30 horas del 31 de julio de 2020 y MS-
DM-6520-2020 de las 17:30 horas del 05 de agosto de 2020.

XXI. Que se hace necesario y oportuno, ajustar dichas medidas de carácter sanitario
con el objetivo de regular el funcionamiento de los establecimientos comerciales
que atienden al público en los cantones, distritos y poblados de riesgo decretados
en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de
Emergencias.

Por tanto, 



EL MINISTRO DE SALUD 
RESUELVE 

PRIMERO. Las presentes medidas sanitarias se emiten con el objetivo de prevenir y 
mitigar el riesgo o daño a la salud pública y atender el estado de emergencia nacional 
dado mediante el Decreto Ejecutivo No. 42227-MP-S del 16 de marzo de 2020 y sus 
reformas, en procura del bienestar de todas las personas que radiquen en el territorio 
costarricense de manera habitual ante los efectos del COVID-19.  

Se entiende por burbuja social el grupo de personas que conviven regularmente en el 
mismo hogar, en la mayoría de las ocasiones coincide con el núcleo familiar.  

SEGUNDO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, en los cantones, 
distritos y poblados de riesgo decretados en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, de manera total durante las 24 horas 
del día. Estas restricciones se aplicarán del 10 de agosto al 21 de agosto de 2020 inclusive.  

I. Se exceptúan de la segunda disposición:

A. Podrán funcionar de lunes a domingo sin restricción horaria:
1. Los servicios a domicilio.
2. Modalidad de autoservicio al público, entiéndase la misma como el retiro de

productos permaneciendo dentro del vehículo.
3. Modalidad de retiro de comida en establecimiento para llevar.
4. Las instituciones públicas en general y municipios.
5. Plataformas de atención al cliente de instituciones públicas y municipales, con

una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
6. Sucursales de Correos de Costa Rica para la recepción y entrega de paquetería,

con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
7. Sucursales de mensajería y envíos de paquetería, con una capacidad de

ocupación al cincuenta por ciento (50%).
8. Los establecimientos de salud públicos y privados (clínicas, farmacias,

hospitales, laboratorios, consultorios, servicios de radiodiagnósticos, servicios
de emergencias, ópticas, macrobióticas, entre otros), clínicas veterinarias y
droguerías.

9. Servicios de salud en unidades móviles cumpliendo con lo establecido en el
Decreto Ejecutivo No. 41045-S.

10. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
11. Supermercados, abastecedores, pulperías y minisúper, con una capacidad de

ocupación al cincuenta por ciento (50%). En fines de semana, solo podrá
funcionar lo correspondiente a la sección de venta de alimentos, bebidas,



abarrotes, suministros de limpieza e higiene, y necesidades básicas, con una 
capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).  

12. Panaderías, carnicerías y verdulerías, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por ciento (50%).

13. Ferias del agricultor, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento
(50%), con estrictos protocolos y una franja diferenciada para adultos mayores
de las 5:00 horas a las 8:30 horas.

14. Establecimientos de venta de insumos agropecuarios, veterinarios y alimentos
para animales, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

15. Establecimientos donde exista comercialización de productos agrícolas,
pecuarios, pesca y acuicultura, floristerías, mercados, con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%).

16. Ferreterías y venta de materiales para la construcción, con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%).

17. Cerrajerías, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
18. Vidrieras, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
19. Alquiler de vehículos “rent a car”.
20. Revisión Técnica Vehicular (RTV), con una capacidad de ocupación al cincuenta

por ciento (50%).
21. Reparación de vehículos, motores en general, motocicletas, llantas, ciclos y

talleres de bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e
industriales, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

22. Servicio de cambio de aceite a vehículos (Lubricentros), con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%).

23. Venta de repuestos, partes, piezas y accesorios para vehículos, motores en
general, bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales,
con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

24. Servicios de lavado de automóviles (Lavacar).
25. Suministro y abastecimiento de combustibles.
26. Establecimientos de suministros de higiene, con una capacidad de ocupación al

cincuenta por ciento (50%).
27. Lavanderías, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
28. Servicios bancarios y financieros públicos o privados, en entidades financieras o

no financieras, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).
29. La venta de loterías y productos de azar debidamente autorizados por la Junta

de Protección Social.
30. Funerarias y/o capillas de velación, con una capacidad de ocupación al

cincuenta por ciento (50%).
31. Guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el CAI o el MEP.
32. Centros de atención de personas en condición de vulnerabilidad y

dependencia, públicos y privados.
33. Hoteles, cabinas o establecimientos de alojamiento, con una capacidad de

ocupación al cincuenta por ciento (50%).



34. Centros con piscinas de aguas termales, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por ciento (50%).

35. Turismo aventura, con utilización obligatoria de mascarilla o careta mientras se
coloca y se retira el equipo de seguridad para realizar la actividad, y respetando
las burbujas sociales.

36. Playas y lagos de lunes a domingo de las 5:00 horas a las 09:30 horas, con
medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las burbujas sociales.
Este acceso incluye las actividades deportivas sin contacto.

37. Actividades de alojamiento para estancia corta (moteles).
38. Estacionamientos o parqueos públicos.
39. Actividades a puerta cerrada sin público en teatros (incluyendo el Teatro

Nacional y el Teatro Popular Melico Salazar), iglesias, municipalidades con sus
sesiones de concejo municipal, consejos de distrito, reunión de comisiones y
demás reuniones municipales, así como cualquier otro espacio cerrado para el
desarrollo de transmisiones virtuales, con estricto cumplimiento de los
protocolos preventivos y lineamientos emitidos por el Ministerio de Salud y
con el personal mínimo requerido.

40. Actividades de agentes dedicados a la venta de animales vivos (subastas
ganaderas), con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

41. Polígonos de tiro, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento
(50%).

42. Escuelas de natación, con una capacidad de ocupación al cincuenta por ciento
(50%).

43. Parques nacionales, según la lista que publique el MINAE, con una capacidad
de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

44. Comercios dentro de las terminales nacionales e internacionales del
Aeropuerto Internacional Juan Santamaría y Daniel Oduber, con una capacidad
de ocupación al cincuenta por ciento (50%).

45. Todos aquellos otros establecimientos con permiso sanitario de
funcionamiento que no brinden atención al público presencial.

B. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 21:00 horas, con una
capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%):

1. Restaurantes (los comercios con patente de Bar y Restaurante, solo se les
permitirá la operación del área de restaurante con expendio de bebidas
alcohólicas).

2. Sodas y cafeterías.
3. Plazas de comidas.
4. Tiendas en general.
5. Tiendas por departamentos.
6. Salones de Belleza, Barberías y Estéticas, con programación de citas.



TERCERO: Se resuelve ordenar el cierre temporal de todos los establecimientos con 
permiso sanitario de funcionamiento que brinden atención al público, en los cantones, 
distritos y poblados de riesgo decretados en Alerta Naranja por la Comisión Nacional de 
Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, de lunes a viernes de las 21:00 horas a 
las 5:00 horas del día siguiente. Asimismo, se ordena el cierre temporal de dichos 
establecimientos los sábados y domingos de las 19:00 horas a las 5:00 horas del día 
siguiente. Estas restricciones se aplicarán del 22 de agosto al 30 de agosto de 2020 
inclusive.  

I. Se exceptúan de la tercera disposición:

A. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria:
1. Servicios a domicilio.
2. Alquiler de vehículos “rent a car”.
3. Alquiler de bicicletas.
4. Suministro y abastecimiento de combustibles.
5. Servicios comunitarios de recolección de residuos.
6. Los establecimientos de salud públicos y privados (clínicas, farmacias, hospitales,

laboratorios, consultorios, servicios de radiodiagnósticos, servicios de
emergencias, ópticas, macrobióticas, entre otros), clínicas veterinarias y
droguerías.

7. Servicios de salud en unidades móviles cumpliendo con lo establecido en el
Decreto Ejecutivo No. 41045-S.

8. Guarderías públicas, privadas o mixtas tuteladas por el CAI o el MEP.
9. Centros de atención a personas en condición de vulnerabilidad y

dependencia.
10. Estacionamientos o parqueos públicos.
11. Encomiendas.
12. Actividades de alojamiento para estancia corta (moteles).
13. La venta de loterías y productos de azar debidamente autorizados por la Junta de

Protección Social.
14. Instituciones públicas en general y municipios.
15. Todos aquellos otros establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento

que no brinden atención al público presencial.

B. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria, sin público y a puerta
cerrada, con el mínimo personal requerido:

1. Actividades a puerta cerrada de teatros (incluyendo el Teatro Nacional y el Teatro
Popular Melico Salazar), iglesias, municipalidades con sus sesiones de concejo
municipal, consejos de distrito, reunión de comisiones y demás reuniones
municipales, así como cualquier otro espacio cerrado para el desarrollo de
transmisiones virtuales, con estricto cumplimiento de los protocolos preventivos y



lineamientos emitidos por el Ministerio de Salud, y con el personal mínimo 
requerido. 

2. Deportes de contacto de alto rendimiento sin espectadores.

C. Podrán operar de lunes a domingo sin restricción horaria con una capacidad de
ocupación al cincuenta por ciento (50%):

1. Ferias del agricultor.
2. Mercados, supermercados, minisúper, pulperías, panaderías, carnicerías,

verdulerías y similares.
3. Venta de productos agrícolas, pecuarios, acuícolas, pesqueros y floristerías.
4. Venta de insumos agropecuarios, veterinarios y alimentos para animales.
5. Venta de suministros de higiene.
6. Lavanderías.
7. Venta de repuestos, partes, piezas y accesorios para: vehículos, motores en

general, bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
8. Ferreterías y venta de materiales para la construcción.
9. Cerrajerías.
10. Vidrieras.
11. Reparación de vehículos, motores en general, motocicletas, llantas, ciclos y talleres

de bicicletas, equipo agrícola, maquinaria y equipo pesado e industriales.
12. Servicio de cambio de aceite a vehículos (Lubricentros).
13. Servicios de lavado de automóviles (Lavacar).
14. Revisión Técnica Vehicular (RTV).
15. Salones de belleza, barberías y estéticas.
16. Salones de estéticas para mascotas (Grooming).
17. Plataformas de atención al cliente de instituciones públicas y municipales.
18. Servicios bancarios y financieros públicos o privados, en entidades financieras o no

financieras.
19. Actividades de centros que atienden llamadas de clientes utilizando operadores

humanos como: “call center”.
20. Funerarias y/o capillas de velación.
21. Parques nacionales según la lista que publique el MINAE.
22. Parques temáticos de animales, parques botánicos o parques marinos que no

impliquen el acceso a playas ni balnearios.
23. Hoteles, cabinas o establecimientos de alojamiento.
24. Piscinas, restaurantes, gimnasios de los hoteles, cabinas o establecimientos de

alojamiento.
25. Centros con piscinas de aguas termales.
26. Comercios dentro de las terminales nacionales e internacionales del Aeropuerto

Internacional Juan Santamaría y Daniel Oduber.



D. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 21:00 horas, y de
sábados a domingo de las 5:00 horas a las 19:00 horas, con aforo diferenciado:

1. Modalidad de autoservicio para los servicios de alimentación al público,
entiéndase la misma como el retiro de productos en ventanilla utilizando un
vehículo.

2. Modalidad de retiro de comida en establecimiento para llevar.
3. Cines y teatros con utilización obligatoria de mascarilla o careta, con medidas de

separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas sociales y
con boletería o reserva electrónica.

4. Autocine.
5. Actividades, organizaciones o congregaciones en sitios de adoración con utilización

obligatoria de mascarilla o careta, con una capacidad de ocupación máxima de 75
personas, en esta cantidad de personas no incluye el staff del lugar (que debe ser
el mínimo), con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las
burbujas sociales.

6. Salas de eventos para actividades de máximo 30 personas (con medidas de
separación de asientos de mínimo 1.8 metros, respetando las burbujas sociales y
con listas de asistentes con número de cédula y número de contacto). Las 30
personas deben incluir el personal de logística del evento e invitados.

7. Turismo aventura, con utilización obligatoria de mascarilla o careta mientras se
coloca y se retira el equipo de seguridad para realizar la actividad, y respetando las
burbujas sociales.

E. Podrán operar de lunes a viernes de las 5:00 horas a las 21:00 horas, y de sábado
a domingo de las 5:00 horas a las 19:00 horas, con una capacidad de ocupación al
cincuenta por ciento (50%):

1. Venta al por menor de vehículos automotores nuevos y usados.
2. Instalaciones deportivas y polideportivos, para la práctica de actividades

deportivas y recreativas sin contacto físico o directo.
3. Establecimientos para práctica o entrenamiento de deportes sin contacto.
4. Gimnasios con programación de citas y horario diferenciado para personas con

factores de riesgo.
5. Escuelas de natación.
6. Escuelas de manejo.
7. Restaurantes (los comercios con patente de Bar y Restaurante, solo se les

permitirá la operación del área de restaurante con expendio de bebidas alcohólicas
siempre que cumplan con capacidad de ocupación al cincuenta por ciento (50%)).

8. Sodas y Cafeterías.
9. Plazas de comidas (food trucks, food courts).
10. Tiendas en general.
11. Tiendas pordepartamento.
12. Centros comerciales.
13. Museos (con boletería o reserva electrónica).
14. Academias de arte y baile sin contacto físico.



15. Polígonos de tiro.
16. Actividades de agentes dedicados a la venta de animales vivos (subastas

ganaderas).

F. Se habilita el acceso a playas y lagos de lunes a domingo de las 5:00 horas a las
9:30 horas, con medidas de distanciamiento de 1.8 metros respetando las
burbujas sociales. Este acceso incluye las actividades deportivas sin contacto.
PREVIA APROBACIÓN DE PROTOCOLOS POR EL ICT CON CADA MUNICIPIO.

CUARTO: Aquellos establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento de atención 
al público ubicados en cantones o distritos en Alerta Naranja decretados por el Poder 
Ejecutivo bajo la restricción vehicular diferenciada en razón de zona fronteriza, les 
resultará aplicable las disposiciones de la presente resolución en horario de lunes a 
domingo de las 5:00 horas a las 17:00 horas. 

QUINTO: Para calcular el aforo a un 50% de la capacidad máxima del establecimiento, se 
hará de conformidad con los siguientes parámetros:  

1. De conformidad con la capacidad máxima establecida en la solicitud del permiso
sanitario de funcionamiento. Dicha capacidad máxima incluye trabajadores y
ocupantes.

2. Debe garantizar guardar un espacio de 1.8 metros entre cada persona dentro del
establecimiento y en las aceras previo a su ingreso.

3. En caso de que los usuarios del servicio deban esperar a ser ingresados al local,
deben ser organizados en filas en las que se aplique la distancia de seguridad
recomendada.

4. Respecto a los espacios de no acceso al público, deberá aplicarse lo establecido en
los “Lineamientos generales para propietarios y administradores de Centros de
Trabajo por Coronavirus (COVID-19)”.

5. Además de lo señalado respecto al aforo, los establecimientos deben garantizar el
cumplimiento de los lineamientos generales según el tipo de atención que brindan.

SEXTO: Todos los establecimientos con permiso sanitario de funcionamiento exceptuados 
en esta resolución deberán garantizar la aplicación estricta de los lineamientos del 
Ministerio de Salud para evitar la propagación del COVID-19, así como cumplir con el aforo 
al 50% de su capacidad máxima cuando corresponda.  

SÉTIMO: Se instruye a las autoridades de salud, tanto del Ministerio de Salud como de los 
Cuerpos Policiales e Inspectores Municipales del país cuya condición les ha sido delegada, 
para que giren Orden Sanitaria a aquellos establecimientos que incumplan con la presente 
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disposición, ordenando la clausura inmediata de dichos establecimientos y la tramitación 
del cobro de las multas resultantes según corresponda.  

OCTAVO: La presente resolución para los cantones, distritos y poblados decretados en 
Alerta Naranja por la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de 
Emergencias, rige a partir del 10 de agosto de 2020 y hasta el 30 de agosto de 2020 
inclusive.  

NOVENO: Deróguese las resoluciones MS-DM-6347-2020 de las 14:00 horas del 29 de julio 
de 2020, MS-DM-6465-2020 de las 16:30 horas del 31 de julio de 2020 y MS-DM-6520-
2020 de las 17:30 horas del 05 de agosto de 2020. 

COMUNÍQUESE: 

Dr. Daniel Salas Peraza, Ministro de Salud.—1 vez.—Exonerado.—( IN2020475135 ).
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